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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de Inconstitucionalidad 157/2023, así como el Voto de Minoría de la señora Ministra Yasmín Esquivel Mossa y del señor Ministro Irving Espinosa Betanzo.
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos.

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 157/2023

PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

PONENTE: MINISTRA SARA IRENE HERRERÍAS GUERRA

COTEJÓ

SECRETARIO: RAFAEL JESÚS ORTEGA GARCÍA

SÍNTESIS
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos promovió acción de inconstitucionalidad en contra del artículo 83, fracción VI, en su porción normativa “durante 90 días anteriores a la designación”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, reformado mediante el decreto publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el nueve de junio de dos mil veintitrés. Lo anterior, al estimar que el requisito consistente en separarse de un cargo de elección popular, de un puesto de dirigencia partidista, de la titularidad de la Fiscalía General de Justicia del Estado o de una Secretaría del Poder Ejecutivo local, con una anticipación mínima de noventa días a la designación en una magistratura del Tribunal Superior de Justicia del Estado, contraviene el derecho de acceso a la justicia, así como los principios de división de poderes, independencia judicial y supremacía constitucional.
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SRA. MINISTRA
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COTEJÓ

SECRETARIO: RAFAEL JESÚS ORTEGA GARCÍA

Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al veintiséis de enero de dos mil veintiséis, emite la siguiente:

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve la acción de inconstitucionalidad 157/2023, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra del artículo 83, fracción VI, en su porción normativa “durante 90 días anteriores a la designación”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, reformado mediante el decreto publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el nueve de junio de dos mil veintitrés.

El problema jurídico que este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación debe resolver radica en determinar si el requisito consistente en separarse de un cargo de elección popular, de un puesto de dirigencia partidista, de la titularidad de la Fiscalía General de Justicia del Estado o de una Secretaría del Poder Ejecutivo local, con una anticipación mínima de noventa días al día de la publicación de la convocatoria a que se refiere la fracción VI del artículo 83 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit —y que resulta aplicable tanto a las juezas y jueces como a las personas magistradas que aspiren a integrar el Tribunal Superior de Justicia o el Tribunal de Disciplina Judicial de dicha entidad federativa— vulnera el derecho de acceso a la justicia, así como los principios de división de poderes, independencia judicial y supremacía constitucional.

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA

1.
Escrito inicial. Por escrito recibido el diez de julio de dos mil veintitrés en el buzón judicial de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos promovió acción de inconstitucionalidad en contra del artículo 83, fracción VI, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, reformado mediante el decreto publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el nueve de junio de dos mil veintitrés.

2.
Registro y turno. Por acuerdo de once de julio de dos mil veintitrés, la entonces Ministra Presidenta de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación formó y registró el expediente relativo con el número 157/2023 y lo turnó al Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena para que instruyera el procedimiento correspondiente.

3.
Admisión. Mediante acuerdo de tres de agosto de dos mil veintitrés, el Ministro instructor admitió a trámite la acción de inconstitucionalidad y ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Nayarit, a fin de que rindieran sus informes, así como las copias certificadas de los antecedentes legislativos que dieron origen al decreto impugnado, requiriendo a este último el envío de un ejemplar o copia certificada del Periódico Oficial del Estado en el que se hubiera publicado el decreto controvertido. Asimismo, ordenó dar vista a la Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo Federal, a efecto de que formularan las manifestaciones que estimaran pertinentes.

4.
Informes. Por acuerdo de trece de octubre de dos mil veintitrés, el Ministro instructor tuvo por rendidos los informes de los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Nayarit.

5.
Pedimento y manifestaciones. La Fiscalía General de la República se abstuvo de formular pedimento y la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo Federal de realizar manifestaciones.
6.
Cierre de instrucción. Por acuerdo de diecisiete de noviembre de dos mil veintitrés, el Ministro instructor declaró cerrada la instrucción a efecto de proceder a la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.
7.
Returno. El uno de septiembre de dos mil veinticinco tomaron protesta las nuevas Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En consecuencia, mediante acuerdo de cuatro de septiembre de dos mil veinticinco, el Ministro Presidente de este Alto Tribunal turnó el asunto a la Ministra Sara Irene Herrerías Guerra para que elaborara el proyecto de resolución correspondiente. Lo anterior, con fundamento en los artículos 24 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
; 20, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro; y SEXTO Transitorio del Acuerdo General 1/2025 (12a.) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que regula la recepción, registro y turno de los asuntos de su competencia
.

I. COMPETENCIA

8.
Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y resolver la presente acción de inconstitucionalidad, en términos de los artículos 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
; 1° de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
; y 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación
, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, en relación con el Punto Segundo, fracción II
, del Acuerdo General 2/2025 (12a) de tres de septiembre de dos mil veinticinco, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el que se precisan los asuntos de su competencia y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales.

II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS IMPUGNADAS

9.
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 41, fracción I, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, corresponde precisar las normas que serán objeto de análisis en esta acción de inconstitucionalidad.

10.
En el presente caso, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos demandó la invalidez del artículo 83, fracción VI, en su porción normativa “durante 90 días anteriores a la designación”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, reformado mediante el decreto publicado en el Periódico Oficial de esa entidad federativa el nueve de junio de dos mil veintitrés. En consecuencia, se tiene a dicha disposición como efectivamente impugnada en esta acción de inconstitucionalidad.

III. OPORTUNIDAD

11.
Conforme al artículo 60, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, el plazo para promover una acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el medio oficial correspondiente y, en caso de que el último día del plazo sea inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.

12.
En el presente caso, el plazo de treinta días naturales para promover la acción de inconstitucionalidad transcurrió del sábado diez de junio al domingo nueve de julio de dos mil veintitrés, toda vez que la norma impugnada fue publicada en el Periódico Oficial del Estado de Nayarit el viernes nueve de junio de dos mil veintitrés.

13.
Sin embargo, dado que el domingo es considerado día inhábil, en términos de los artículos 2 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación vigente
, la acción de inconstitucionalidad podía presentarse válidamente el lunes diez de julio de dos mil veintitrés.

14.
Luego entonces, si el escrito de la acción de inconstitucionalidad fue recibido en el buzón judicial de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el lunes diez de julio de dos mil veintitrés, resulta indudable que su presentación fue oportuna.

15.
Ahora bien, no pasa inadvertido para este Tribunal Pleno que, al momento en que la acción de inconstitucionalidad fue promovida, el requisito impugnado formaba parte del sistema de designación de las personas magistradas del Tribunal Superior de Justicia del Estado. Sin embargo, con posterioridad a la presentación de la demanda, dicho sistema fue objeto de reformas legislativas orientadas a establecer un modelo de elección mediante voto libre, directo y secreto de la ciudadanía para determinar a las personas que integrarán los distintos cargos del Tribunal Superior de Justicia
. Tales modificaciones, aunque relevantes desde la perspectiva institucional y representativas de un cambio estructural en el diseño de la judicatura local, no pueden, en modo alguno, incidir en la oportunidad de la acción promovida ni alterar las reglas procesales aplicables este medio de control constitucional.

16.
En efecto, aun cuando este Alto Tribunal ha sostenido que, tratándose de materia electoral, todos los días deben considerarse hábiles conforme a la regla prevista en el segundo párrafo del artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
 —lo que, en estricta aplicación de dicha disposición, conduciría a concluir que el plazo para impugnar la norma habría fenecido el domingo nueve de julio de dos mil veintitrés, sin posibilidad de presentar la demanda al día hábil siguiente—, lo cierto es que dicha regla no resulta aplicable al presente caso. Ello es así porque, al momento de la presentación de la demanda, la disposición impugnada no podía ser catalogada como perteneciente a la materia electoral ni regulaba directamente un proceso de esta naturaleza. En consecuencia, rige la regla general prevista en el artículo 60, párrafo primero, conforme a la cual, si el último día del plazo es inhábil, la demanda puede presentarse válidamente el siguiente día hábil.

IV. LEGITIMACIÓN

17.
En términos del artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos está legitimada para promover este medio de control constitucional en contra de normas generales expedidas por las legislaturas de las entidades federativas que vulneren derechos humanos consagrados en la Constitución Federal o en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte.

18.
Ahora bien, en el presente caso se impugna una disposición de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit. En ese sentido, si bien la Constitución Federal no prevé de manera expresa a las Constituciones Locales como sujetas a este medio de control constitucional, lo cierto es que el artículo 105, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que la acción de inconstitucionalidad procede contra normas generales, comprendiendo dentro de dicha expresión todas aquellas disposiciones de carácter general y abstracto, provenientes de órganos legislativos.

19.
De estimar lo contrario, se podría llegar a sostener que las Constituciones de las entidades federativas no están sujetas al contenido de la Constitución Federal, lo cual resulta inadmisible, pues si bien conforme al contenido de los artículos 40, 41 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, los Estados son libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, también es cierto que sus Constituciones “en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal”.

20.
Bajo esa tesitura, la invalidez de la norma general emitida por la Legislatura del Estado de Nayarit fue solicitada mediante escrito suscrito por María del Rosario Piedra Ibarra, quien acreditó su carácter de Presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos con copia certificada del Acuerdo de designación expedido por el Senado de la República el doce de noviembre de dos mil diecinueve.

21.
Además, promovió la acción de inconstitucionalidad con fundamento en el artículo 15, fracciones I y XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos
, que facultan a la persona titular de la Presidencia para ejercer la representación legal de la Comisión, así como para interponer acciones de inconstitucionalidad en contra de normas generales expedidas por las legislaturas de las entidades federativas que vulneren derechos humanos.

22.
En consecuencia, se concluye que la presente acción de inconstitucionalidad fue promovida por persona debidamente facultada para ello.

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO

23.
En el presente asunto no se hicieron valer causas de improcedencia ni motivos de sobreseimiento y este Tribunal Pleno no advierte, en forma oficiosa, que se actualice alguno, por lo que procede al estudio de fondo del asunto.

VI. ESTUDIO DE FONDO

24.
Norma impugnada. El texto de la porción normativa impugnada es el siguiente:

“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE NAYARIT

(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, P.O. 27 DE ENERO DE 2025)

Artículo 83.- Para ser electo Magistrada o Magistrado, así como Jueza o Juez del Tribunal Superior de Justicia, se necesita:

(REFORMADA, P.O. 9 DE JUNIO DE 2023)

VI.- No haber ocupado cargo de elección popular, de dirigencia de algún partido político, de Fiscal General o Secretario de alguna dependencia del Poder Ejecutivo, durante 90 días anteriores a la designación. […]

[Énfasis añadido]
25.
Conceptos de invalidez. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos argumenta que la disposición normativa impugnada contraviene lo dispuesto en el artículo 116, fracción III, tercer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece que no podrán ser designadas como personas magistradas aquellas que hayan ocupado, durante el año previo a su nombramiento, los cargos de persona secretaria —o su equivalente—, persona procuradora (ahora persona fiscal) de justicia, o persona diputada en la entidad federativa correspondiente.

26.
En ese sentido, refiere que la Constitución Federal ya establece de manera expresa los requisitos que deben cumplir las personas para ser designadas como magistradas o magistrados de los tribunales de justicia locales, por lo que ningún ordenamiento secundario puede apartarse o modificar las condiciones previstas en el propio texto constitucional, pues si bien las legislaturas locales cuentan con libertad configurativa para regular cuestiones administrativas y orgánicas encaminadas a garantizar el buen funcionamiento de los poderes judiciales locales, lo cierto es que esa atribución se encuentra limitada por las bases previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

27.
En consecuencia, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sostiene que la disposición normativa impugnada vulnera los principios de legalidad y seguridad jurídica, así como el principio de supremacía constitucional.

28.
Asimismo, señala que dicha disposición vulnera el derecho de acceso a la justicia, así como los principios de autonomía e independencia judicial y de división de poderes.

29.
Lo anterior, en virtud de que el marco constitucional prevé, para garantizar efectivamente el acceso a la justicia y el adecuado ejercicio de la función jurisdiccional, que deben existir tribunales competentes, imparciales e independientes, que emitan resoluciones prontas, completas e imparciales, derivadas de procesos gratuitos y con plazos y términos fijados en la ley. Por ello, el Estado está obligado a asegurar la autonomía e independencia de los poderes judiciales federal y locales, así como a establecer los requisitos necesarios para ocupar los cargos de magistrada o magistrado.

30.
Además, sostiene que el principio de independencia judicial debe ser entendido como un presupuesto indispensable del derecho humano de acceso a la justicia, así como un elemento esencial para el funcionamiento de los poderes judiciales.

31.
A su juicio, dichos principios se encuentran insertos en el principio de división de poderes, según el cual, el ejercicio del poder estatal se deposita en los poderes ejecutivo, legislativo y judicial, con el objetivo de limitar o equilibrar el poder y evitar que alguno se ubique por encima de otro y que ninguno de ellos se deposite en una sola persona.

32.
Sobre esa base, considera que los principios de autonomía e independencia judicial constituyen una garantía destinada a preservar la probidad de las actuaciones jurisdiccionales, al someter a las y los impartidores de justicia únicamente a la Constitución Federal y a las leyes aplicables, mediante el establecimiento de mecanismos que aseguren que sus decisiones se adopten sin injerencias externas que distorsionen su criterio jurídico o lo subordinen a intereses ajenos a la función judicial.

33.
Además, refiere que, si bien las legislaturas locales gozan de libertad configurativa para establecer el sistema de nombramiento de las personas juzgadoras, dicha facultad se encuentra limitada por la obligación de garantizar la autonomía e independencia judicial. Por ello, deben velar porque la función jurisdiccional sea ejercida por personas ajenas a factores o presiones políticas.
34.
En este contexto, la Comisión accionante sostiene que el plazo de noventa días previsto en la norma impugnada pone en riesgo los principios de autonomía e independencia judicial, al generar un intervalo temporal insuficiente para desvincular a las personas aspirantes de posibles compromisos políticos o de lealtad institucional previa.

35.
Finalmente, destaca que, si bien la norma impugnada contempla otros cargos no previstos expresamente en el texto constitucional, el hecho de establecer que la separación de éstos deba realizarse dentro de los noventa días anteriores a la designación también contraviene los principios de autonomía e independencia judicial, al desvirtuar la finalidad de garantizar que las personas que accedan a la judicatura no mantengan vínculos o compromisos de naturaleza política.

36.
Informe del Poder Legislativo del Estado de Nayarit. Afirma que el requisito consistente en separarse de ciertos cargos con una anticipación de noventa días previos a su designación como magistradas o magistrados del Tribunal Superior de Justicia constituye una medida legislativa con justificación objetiva y razonable, orientada a garantizar el acceso a dichos cargos en condiciones de igualdad. En consecuencia, solicita que la constitucionalidad de la norma impugnada sea analizada a la luz de este derecho y bajo el principio de presunción de validez de las normas.

37.
Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Nayarit. Sostiene que la temporalidad de un año para separarse del cargo a fin de poder ser designada como persona magistrada que la Comisión accionante solicita sea aplicada, vulnera los derechos de igualdad y no discriminación, de libertad de trabajo y de acceso a un cargo público, pues dicha restricción carece de una justificación objetiva y no guarda relación directa con la eficiencia ni con la idoneidad para desempeñar dicho cargo.
38.
Argumenta, además, que el requisito impugnado tiene como propósito legítimo preservar no solo la imparcialidad, sino también la igualdad en la contienda electoral, finalidad que —sostiene— no se alcanza con la imposición del plazo de un año.

39.
En ese sentido, refiere que el plazo previsto por la norma impugnada constituye una restricción menor al derecho humano de acceder, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas del Estado, por lo que, ante la existencia de una posible antinomia, debe privilegiarse la interpretación que resulte más favorable a las personas.

40.
Asimismo, considera que la disposición impugnada no vulnera los principios de autonomía e independencia judicial, ni transgrede el principio de división de poderes. Ello, porque si bien se establece un requisito temporal distinto al previsto en la Constitución Federal, lo cierto es que la legislatura local cuenta con facultades para determinar si el tiempo transcurrido desde la separación de determinados cargos públicos hasta la eventual designación en una magistratura guarda relación directa con la función jurisdiccional, a fin de que se ejerza con autonomía e independencia.

41.
Finalmente, refiere que la disposición impugnada no transgrede los principios de legalidad ni de seguridad jurídica, ya que con la emisión del decreto impugnado se dio cumplimiento a los requisitos previstos en el artículo 131 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, el cual establece que la Constitución Local puede ser adicionada o reformada mediante iniciativa presentada ante el Congreso del Estado por el Ejecutivo o por cualquier diputado, requiriéndose para su aprobación el voto afirmativo de las dos terceras partes de los diputados integrantes del Congreso, así como el de las dos terceras partes de los ayuntamientos.

42.
Cuestiones previas. Antes de proceder al análisis propuesto, este Tribunal Pleno estima pertinente realizar las siguientes precisiones.

43.
En la presente acción de inconstitucionalidad se demandó la invalidez de la fracción VI del artículo 83 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, reformada mediante Decreto publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el nueve de junio de dos mil veintitrés.

44.
Dicho precepto forma parte del sistema normativo que regulaba los requisitos y el procedimiento previsto para la designación de las personas magistradas del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Nayarit. Ese sistema —vigente al momento de la presentación de la acción de inconstitucionalidad y contenido tanto en la Constitución Local como en la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Nayarit (abrogada)— disponía lo siguiente:

“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE NAYARIT

(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, P.O. 19 DE MAYO DE 2022)

Artículo 83.- Para ser designada como Magistrada o Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, se necesita:

(REFORMADA P.O. 15 DE DICIEMBRE DE 2009)

I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

(REFORMADA, P.O. 15 DE DICIEMBRE DE 2009)

II.- Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos al día de la designación;

(REFORMADA, P.O. 15 DE DICIEMBRE DE 2009)

III.- Poseer al día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de Licenciado en Derecho, expedido por autoridad o institución legalmente autorizada para ello;

(REFORMADA, P.O. 19 DE MAYO DE 2022)

IV.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena. Además, no estar inscrita o inscrito en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos en el Estado de Nayarit o en otra entidad federativa; ni en el Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia de Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género;

(REFORMADA, P.O. 15 DE DICIEMBRE DE 2009)

V.- Haber residido en el país durante los dos años anteriores al día de la designación; y

(REFORMADA, P.O. 9 DE JUNIO DE 2023)

VI.- No haber ocupado cargo de elección popular, de dirigencia de algún partido político, de Fiscal General o Secretario de alguna dependencia del Poder Ejecutivo, durante 90 días anteriores a la designación.

(REFORMADO, P.O. 15 DE DICIEMBRE DE 2009)

Para la designación de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, el Gobernador someterá una terna a consideración del Congreso, quien previa comparecencia de las personas propuestas elegirá al Magistrado que deba cubrir la vacante. La elección se hará por el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes en la sesión, dentro del improrrogable término de treinta días. Si el Congreso no resolviere dentro de ese plazo, ocupará el cargo de Magistrado la persona que, dentro de dicha terna, designe el Gobernador.

(REFORMADO, P.O. 15 DE DICIEMBRE DE 2009)

Si la Legislatura rechaza la totalidad de la terna propuesta, el Gobernador someterá a su consideración una nueva, en los términos del párrafo anterior. Si esta segunda tampoco es aceptada, ocupará el cargo la persona que dentro de esa terna designe el Gobernador”.

(REFORMADO, P.O. 26 DE ABRIL DE 1995)

Artículo 84.- Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia son inviolables por las opiniones que emitan en el desempeño de sus cargos, y jamás podrán ser reconvenidos por ellas.

(REFORMADO, P.O. 1 DE DICIEMBRE DE 2022)

Los titulares de los Juzgados deberán satisfacer los requisitos que exija la ley; durarán en su encargo seis años, a cuyo vencimiento podrán ser ratificados, previa evaluación, en los términos que fije la ley, y si lo fueren, sólo podrán ser removidos de sus puestos en los casos y conforme a los procedimientos que establezca la ley. La designación de jueces será mediante concursos de oposición y se deberá garantizar que una de cada tres vacantes se concurse de manera pública.

(REFORMADO, P.O. 28 DE JULIO DE 2020)

El nombramiento, adscripción y readscripción de jueces se hará atendiendo a los principios de especialización, idoneidad, experiencia, honorabilidad, equidad de género y no discriminación; con base a méritos y criterios objetivos y mediante los requisitos y procedimientos que para efecto establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial para el Estado de Nayarit. Las decisiones del Consejo de la Judicatura dictadas con relación al nombramiento, suspensión temporal impuesta como sanción, destitución e inhabilitación de jueces, podrán ser impugnadas ante el Pleno del Tribunal, el cual resolverá de manera definitiva e inatacable sin que proceda juicio o recurso alguno en contra de las mismas.

LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE NAYARIT (abrogada)

Artículo 62.- Para ser juez de primera instancia se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno goce de sus derechos civiles y políticos.

II. Poseer título de licenciado en derecho, expedido conforme a la ley.

III. Tener registrada su cédula profesional en el Tribunal Superior de Justicia.

IV. No haber sido condenado por delito intencional que amerite pena privativa de libertad, ni en juicio de responsabilidad por delito de carácter oficial.

V. Gozar de buena reputación.

VI. No tener impedimento físico o enfermedad que lo incapacite para el ejercicio de su encargo.

VII. Radicar en el domicilio de su adscripción.

VIII. No ser ministro de culto religioso.

IX. Aprobar el examen de oposición.

Artículo 76.- Para ser electo magistrado del Tribunal Superior de Justicia del Estado se necesita:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles.

II. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos al día de la elección.

III. Poseer al día de la elección, con antigüedad mínima de diez años título profesional de licenciado en derecho expedido por autoridad o institución legalmente autorizada para ello.

IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, lo inhabilitará para el cargo cualquiera que haya sido la pena.

V. Haber residido en el país durante los dos años anteriores al día de la elección.

VI. No haber sido secretario del Despacho del Poder Ejecutivo, Procurador General de Justicia o Diputado local, durante el año previo al día de la elección.

Artículo 77.- Para elegir a los magistrados del Tribunal Superior de Justicia, el Gobernador del Estado someterá una terna a consideración de la Cámara de Diputados, la cual, previa comparecencia de las personas propuestas elegirá al magistrado que deba cubrir la vacante. La elección se hará por el voto de las dos terceras partes de los diputados presentes en la sesión, dentro del improrrogable término de treinta días, si el Congreso no resolviere dentro de ese plazo, ocupará el cargo de magistrado la persona que, dentro de dicha terna designe el Gobernador del Estado.

Si la Legislatura rechaza la totalidad de la terna propuesta, el Gobernador del Estado someterá a su consideración una nueva, en los términos del párrafo anterior. Si esta segunda terna fuera rechazada, ocupará el cargo la persona que dentro de esa terna designe el Gobernador del Estado.

Los magistrados del Tribunal Superior de Justicia son inviolables por las opiniones que emitan en el desempeño de sus cargos, y jamás podrán ser reconvenidos por ellas”.

[Énfasis añadido]

45.
De la transcripción anterior se advierte que el Estado de Nayarit contemplaba un conjunto de requisitos y un sistema de designación conforme al cual la persona titular del Poder Ejecutivo local sometía a consideración del Congreso del Estado una terna de candidatas y candidatos para cubrir las vacantes en las magistraturas del Tribunal Superior de Justicia. Este sistema también regulaba los requisitos y el procedimiento para la designación de juezas y jueces del Tribunal Superior de Justicia, mediante el cumplimiento de una serie de requisitos, así como la aprobación de un examen de oposición.

46.
Sin embargo, este sistema de nombramientos fue reformado con posterioridad a la presentación de la presente acción de inconstitucionalidad.

47.
En lo que interesa, resulta relevante la modificación introducida mediante Decreto publicado en el Periódico Oficial de la entidad federativa el veintisiete de enero de dos mil veinticinco, por virtud del cual el texto de la Constitución Local quedó redactado en los términos siguientes:

“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE NAYARIT

(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, P.O. 27 DE ENERO DE 2025)

Artículo 83.- Para ser electo Magistrada o Magistrado, así como Jueza o Juez del Tribunal Superior de Justicia, se necesita:

(REFORMADA P.O. 15 DE DICIEMBRE DE 2009)

I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles;

(REFORMADA, P.O. 27 DE ENERO DE 2025)

II.- Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos al día de la elección, únicamente para el cargo de Magistrada o Magistrado, en el caso de Jueza o Juez se atenderá lo dispuesto por la legislación vigente;

(REFORMADA, P.O. 27 DE ENERO DE 2025)

III.- Contar el día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 84 de esta Constitución con título profesional de Licenciado en Derecho, expedido legalmente y haber obtenido un promedio general de calificación mínimo de 8.0 o su equivalente y de 9.0 o equivalente en las materias relacionadas con el cargo al que se postula en la licenciatura, especialidad, maestría o doctorado, y práctica profesional de al menos tres años en un área jurídica afín a su candidatura;

(REFORMADA, P.O. 27 DE ENERO DE 2025)

IV.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de la libertad. Además, no estar inscrita o inscrito en el Registro de Deudores Alimentarios Morosos en el Estado de Nayarit o en otra entidad federativa; ni en el Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia de Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género;

(REFORMADA, P.O. 27 DE ENERO DE 2025)

V.- Haber residido en el país durante el año anterior al día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 84 de esta Constitución, y

(REFORMADA, P.O. 9 DE JUNIO DE 2023)

VI.- No haber ocupado cargo de elección popular, de dirigencia de algún partido político, de Fiscal General o Secretario de alguna dependencia del Poder Ejecutivo, durante 90 días anteriores a la designación. […]
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, P.O. 27 DE ENERO DE 2025)

Artículo 84.- Las Magistradas y Magistrados, Juezas y Jueces, así como los miembros del Tribunal de Disciplina Judicial, serán elegidos de manera libre, directa y secreta por la ciudadanía el día que se realicen las elecciones ordinarias del año que corresponda, conforme al siguiente procedimiento:

(ADICIONADA, P.O. 27 DE ENERO DE 2025)

I. El Congreso del Estado publicará la convocatoria para la integración del listado de candidaturas dentro de los treinta días naturales siguientes a la instalación del primer periodo ordinario de sesiones del año anterior al de la elección que corresponda, que contendrá las etapas completas del procedimiento, sus fechas y plazos improrrogables y los cargos a elegir. El órgano de administración judicial hará del conocimiento del Congreso los cargos sujetos a elección, la especialización por materia en su caso, y demás información que requiera; […]
Artículo 85.- En el Poder Judicial, la administración estará a cargo de un órgano de administración judicial, mientras que la disciplina de su personal estará a cargo del Tribunal de Disciplina Judicial, en los términos que, conforme a las bases que señala esta Constitución, establezcan las leyes.

[…]

Apartado B. Del Tribunal de Disciplina Judicial.

El Tribunal de Disciplina Judicial será un órgano del Poder Judicial con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones.

El Tribunal de Disciplina se integrará por tres miembros electos por la ciudadanía a nivel estatal, conforme al procedimiento establecido en el artículo 84 de esta Constitución.

Para ser elegibles, las Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial deberán reunir los requisitos señalados en el artículo 83 de esta Constitución y ser personas que se hayan distinguido por su capacidad profesional, honestidad y honorabilidad en el ejercicio de sus actividades. Durarán seis años en su encargo, serán sustituidos de manera escalonada y no podrán ser electos para un nuevo periodo. Cada dos años, se renovará la presidencia del Tribunal de manera rotatoria en función del número de votos que obtenga cada candidatura en la elección respectiva, correspondiendo la presidencia a quienes alcancen mayor votación
”. […]
[Énfasis añadido]
48.
Como puede apreciarse, la reforma modificó diversos aspectos del sistema de designación de las personas juzgadoras en el Estado de Nayarit. En primer término, destaca la modificación al artículo 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, el cual, en su nueva redacción, incorporó un modelo de elección basado en el voto libre, directo y secreto de la ciudadanía para definir a las personas que ocuparán los distintos cargos del Tribunal Superior de Justicia del Estado.

49.
Por otra parte, la reforma al párrafo primero del artículo 83 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit sustituyó la palabra “designado” por “electo”, lo que refleja un viraje hacia un modelo de selección mediante sufragio. Asimismo, se reformaron las fracciones II, III, IV y V del propio precepto, con el propósito de precisar los requisitos exigidos a las personas que busquen contender electoralmente por la titularidad de los juzgados de primera instancia, así como por las magistraturas del Tribunal Superior de Justicia o del Tribunal de Disciplina Judicial Estatal.

50.
En este contexto, el ámbito subjetivo de aplicación de dichos requisitos se amplió: lo que antes se exigía únicamente a las personas magistradas ahora también resulta aplicable a las juezas y jueces que pretendan postularse para integrar el Tribunal Superior de Justicia del Estado de Nayarit, así como a quienes busquen formar parte del Tribunal de Disciplina Judicial Estatal.

51.
No obstante, las modificaciones señaladas no afectan la pertinencia ni la necesidad de realizar el estudio propuesto por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.
52.
Por un lado, los argumentos expuestos se dirigen específicamente a cuestionar la validez del requisito consistente en separarse de un cargo de elección popular, de un puesto de dirigencia partidista, de la titularidad de la Fiscalía General de Justicia Estatal o de una Secretaría del Poder Ejecutivo local, con una anticipación mínima de noventa días. Dicho requisito permanece vigente en el ordenamiento constitucional local y continúa siendo exigible a quienes aspiren a contender por una magistratura; solo que, tras la citada reforma constitucional, se extendió también a las juezas y los jueces que pretendan integrar el Tribunal Superior de Justicia de la entidad, así como a las personas que busquen formar parte del Tribunal de Disciplina Judicial local mediante el voto popular.

53.
En ese sentido, el análisis de constitucionalidad debe determinar si los principios cuya vulneración denuncia la Comisión accionante —división de poderes e independencia judicial— resultan exigibles únicamente a quienes aspiren a contender por una magistratura, o bien a todas las personas que ejercen funciones materialmente jurisdiccionales en el Poder Judicial del Estado de Nayarit; es decir, si todas ellas están sujetas al mismo estándar constitucional de independencia judicial y a las condiciones institucionales necesarias para asegurar el adecuado funcionamiento del Poder Judicial en las entidades federativas.

54.
Asimismo, se advierte que, si bien la reforma a la Constitución Local tuvo por objeto incorporar el sistema de elección para las personas juzgadoras, así como los diversos requisitos aplicables a quienes aspiren a ocupar los cargos señalados, lo cierto es que el legislador local no precisó de manera uniforme el momento exacto en que tales requisitos deben satisfacerse. En algunos supuestos se establece expresamente que deben cumplirse al día de la publicación de la convocatoria emitida por el Congreso del Estado para la integración del listado de candidaturas, mientras que en otros no se determina el momento específico de su observancia. Incluso el requisito relativo a la separación de ciertos cargos con una anticipación mínima de noventa días —que no fue modificado y que constituye el objeto de impugnación— permanece referido al régimen previo de designación.

55.
Por tanto, corresponde a este Tribunal Pleno interpretar, conforme a la Constitución Federal
, el texto de la Constitución local, a fin de concluir que el requisito impugnado debe entenderse exigible al día de la publicación de la convocatoria respectiva por el Congreso local
; es decir, al momento de la publicación de la convocatoria prevista en la fracción I del artículo 84 constitucional local, por ser ese el acto que formalmente habilita el inicio del procedimiento para la integración del listado de candidaturas.

56.
Cuestiones jurídicas por resolver. Conforme a lo expuesto, el problema jurídico que este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación debe resolver radica en determinar si el requisito consistente en separarse de un cargo de elección popular, de un puesto de dirigencia partidista, de la titularidad de la Fiscalía General de Justicia del Estado o de una Secretaría del Poder Ejecutivo local, con una anticipación mínima de noventa días al día de la publicación de la convocatoria a que se refiere la fracción I del artículo 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit —y que resulta aplicable tanto a las juezas y jueces como a las personas magistradas que aspiren a integrar el Tribunal Superior de Justicia o el Tribunal de Disciplina Judicial de dicha entidad federativa— vulnera el derecho de acceso a la justicia, así como los principios de división de poderes, independencia judicial y supremacía constitucional.

57.
Ahora bien, para dar respuesta a dicho planteamiento, resulta pertinente atender, en primer lugar, a la evolución de los artículos 17 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

58.
En su texto original, dichos preceptos establecían lo siguiente:

“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
Artículo 17.- Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma ni ejercer violencia para reclamar su derecho. Los tribunales estarán expeditos para administrar justicia en los plazos y términos que fije la ley; su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.
Artículo 116.- Los Estados pueden arreglar entre sí, por convenios amistosos, sus respectivos límites; pero no se llevarán a efecto esos arreglos sin la aprobación del Congreso de la Unión”.
59.
Posteriormente, el diecisiete de marzo de mil novecientos ochenta y siete se publicó en el Diario Oficial de la Federación el “Decreto por el que se reforman los Artículos 17, 46, 115, y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar en los términos que se indican”.
60.
En la exposición de motivos
 de la citada reforma constitucional se señaló, entre otras cuestiones, que “el perfeccionamiento del orden jurídico y de los instrumentos de procuración e impartición de justicia es un proceso permanente y dinámico, en el que cada avance mejora la realidad social, provoca propuestas de mayor calidad y profundidad y alienta las aspiraciones de todos los mexicanos para proseguir en esta tarea”.

61.
También, se destacó que la impartición de justicia debe ser imparcial, a fin de que las sentencias se emitan “estrictamente apegadas a las normas”, y que los tribunales de justicia deben ser independientes “para fortalecer en la realidad social el principio de división de poderes”, porque “la independencia judicial constituye la primera garantía de la jurisdicción, establecida no precisamente en interés del órgano jurisdiccional”, sino de las y los justiciables, “pues sólo cabe esperar justicia completa y estricta del juez jerárquicamente libre, dependiente sólo de la ley”. Asimismo, se afirmó que “la independencia judicial requiere que los jueces, al actuar, no tengan otra norma rectora que la ley”, y que “la sumisión del juez a la ley le hace independiente de la voluntad subjetiva de los hombres que gobiernan, e incluso de su propia voluntad, cuando esta propende a la arbitrariedad”.
62.
Sobre el particular, la exposición de motivos señaló expresamente lo siguiente:
“[…] La impartición de justicia que merece el pueblo de México debe ser pronta, porque procesos lentos y resoluciones tardías no realizan el valor de la justicia; debe ser gratuita, para asegurar a todos el libre acceso a ella; debe ser imparcial, para lograr que se objetive en sentencias estrictamente apegadas a las normas; y debe ser honesta, pues al juzgador se confía el destino de la libertad y patrimonio ajenos.

Los tribunales de justicia deben ser independientes, para fortalecer en la realidad social el principio de división de poderes y porque la independencia judicial constituye la primer garantía de la jurisdicción, establecida no precisamente en interés del órgano jurisdiccional, cuanto de los justiciables, pues sólo cabe esperar justicia completa y estricta del juez jerárquicamente libre dependiente sólo de la ley.

La independencia judicial requiere que los jueces al actuar no han de tener otra norma rectora que la ley. La sumisión del juez a la ley, le hace independiente de la voluntad subjetiva de los hombres que gobiernan, e incluso de su propia voluntad, cuando esta propende a la arbitrariedad.

A la independencia objetiva se une el consentimiento de lo que se hace, pues siempre hemos considerado que una verdadera y auténtica independencia judicial, se nutre en una real toma de conciencia del papel que el juez desempeña en la aplicación del Derecho. Estas calidades son el espíritu de la autoridad moral del juez, pues la autoridad formal le es conferida por la ley.

El juez es símbolo de la justicia y guardián del derecho, por ello los órganos judiciales deben integrarse con procedimientos de selección del derecho, la vocación, la experiencia y la honorabilidad de quienes los integran. Un buen juez no se improvisa, requiere del transcurso de años de estudio y práctica en los tribunales para lograr las aptitudes que permitan la justa aplicación del [sic] la ley.

[…]

El nuevo texto del artículo 17, que se propone, perfecciona y robustece la garantía individual de acceso a la jurisdicción, al señalar sus calidades: Independencia en sus órganos, prontitud en sus procesos y resoluciones, que agote las cuestiones planteadas y sea completa, imparcial para que asegure el imperio del derecho y gratuita para afirmar nuestra vocación democrática.

Para ello es necesario, además, establecer las bases constitucionales en relación a los poderes judiciales locales y propone reformas a los preceptos constitucionales que regulan el poder judicial de la federación.

La inclusión en nuestro texto constitucional de las bases para la organización y funcionamiento de los poderes judiciales de los estados es una aspiración, que esta iniciativa hace suya y revitaliza, expresada desde el voto particular de la minoría de la comisión constituyente de 1842, recogida por Don Venustiano Carranza en las ideas contenidas en su declaración de Veracruz de 1914, y reiteradas en su discurso inaugural del congreso constituyente de 1° de diciembre de 1916, para consolidar un poder judicial respetable, digno, vigoroso e independiente, tanto en el ámbito federal como en el local.

Dado que nuestra Constitución cumple el cometido de ser el estatuto nacional de los estados que integran la federación, es necesario que nuestra norma fundamental señale las bases conforme a las cuales los poderes judiciales de los estados, deban cumplir con la relevante tarea de impartir justicia, en condiciones de calidad similar en todo el territorio nacional.

Las bases que se plantean en esta iniciativa armonizan la necesidad de que los tribunales de justicia cumplan plenamente con los principios que se contienen en el artículo 17 constitucional que se propone, con es [sic] respeto al principio fundamental de la autonomía constitucional de los Estados. Para ello, las bases contienen la afirmación y los medios para lograr la independencia del poder judicial, calidad de la cual deben surgir los restantes atributos de la impartición de justicia; y deja a las constituciones y leyes locales, la regulación del poder judicial local, para que ellas establezcan las especiales características y modalidades que más se adecuen a las particularidades geográficas, etnográficas, demográficas y económicas de cada entidad federativa.
[…]

El nuevo texto del artículo 116 que se propone se dedica a las normas relativas a los poderes legislativo, ejecutivo y judicial de los estados, y sus fracciones I y II repiten el contenido actual de la fracción VIII del artículo 115 constitucional, dedicando la fracción I a las normas relativas al Poder Ejecutivo y la fracción II a las normas relativas al Poder Legislativo; la fracción III contiene las bases a que debe sujetarse la organización y funcionamiento del Poder Judicial; la fracción IV se dedica a señalar la posibilidad constitucional de la justicia administrativa en el ámbito local; y las fracciones V y VI repiten el contenido de las fracciones IX y X del texto vigente del artículo 115 constitucional, relativas a las relaciones de trabajo entre los Estados y sus trabajadores y a la posibilidad de celebrar convenios entre la Federación, los Estados y sus Municipios. […]”
[Énfasis añadido]
63.
En el Dictamen de las Comisiones Unidas Primera de Gobernación, de Puntos Constitucionales y de Asuntos Relativos al Pacto Federal de la Cámara de Senadores
, se razonó que “para dar debido cumplimiento a su función de impartir justicia, los tribunales deben actuar de manera pronta e imparcial, resolviendo de manera completa los puntos controvertidos”. Asimismo, se destacó que “para que la administración de justicia se verifique por jueces probos y honestos y ampliamente conocedores del Derecho, deben tener como única preocupación resolver las demandas y peticiones de justicia con total independencia de criterio y sin ninguna relación de subordinación respecto de los demás órganos del Estado, sea de su mismo o de superior nivel de gobierno”.
64.
En esa misma línea, dicho órgano legislativo estimó conveniente “fortalecer al poder judicial de cada entidad, para robustecer su desempeño y la mejor administración de justicia”. No obstante, advirtió que el texto constitucional era omiso en regular al poder judicial de cada Estado, por lo que consideró “adecuado y conveniente reformar la Constitución para que su normatividad se complete al otorgarle la dignidad y jerarquía que le corresponde a cada Tribunal Superior de Justicia”.
65.
De igual forma, propuso la adición de un tercer párrafo al artículo 17 constitucional, con el propósito de establecer que “las leyes, federales o locales, según sea el caso, establecerán y garantizarán la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones”, y señaló que “este mandato será principio ineludible de las leyes orgánicas de los poderes judiciales de la Federación y de los Estados de la República”.

66.
Asimismo, se destacó que, en congruencia con dicha disposición, el segundo párrafo de la fracción III del artículo 116 constitucional debía establecer que la independencia de las magistradas, los magistrados, las juezas y los jueces, en el ejercicio de sus funciones, debería garantizarse en las constituciones y leyes orgánicas de cada entidad federativa.
67.
Lo anterior, bajo la consideración de que “se beneficiarán todos los servidores públicos a cuya responsabilidad se confía la impartición de justicia, pues son los jueces, sobre todo los de segunda instancia y los de carácter federal, quienes al interpretar la ley precisan su sentido y hacen efectiva, en favor de los gobernados, la división de poderes, postulado imprescindible de la democracia”.

68.
Finalmente, en el Dictamen emitido por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados
, se destacó la importancia de la adición del tercer párrafo al artículo 17 constitucional, así como de la inclusión del segundo párrafo de la fracción III del artículo 116 constitucional, al señalar que dichas disposiciones se convierten en normas rectoras “de las leyes orgánicas de los poderes judiciales de la Federación y de los Estados”, de modo que “la independencia de los magistrados y jueces se garantizará en cada una de las constituciones y leyes orgánicas locales”.
69.
Conforme a lo anterior, el texto de los artículos 17 y 116 constitucionales quedó redactado en los siguientes términos:

“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
Artículo 17.- Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.
Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.
Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil.
Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:

[…]

III.- El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales que establezcan las Constituciones respectivas.

La independencia de los magistrados y jueces en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados, las cuales establecerán las condiciones para el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los Estados.

Los magistrados integrantes de los Poderes Judiciales Locales deberán reunir los requisitos señalados por el artículo 95 de esta Constitución.
Los nombramientos de los magistrados y jueces integrantes de los Poderes Judiciales Locales serán hechos preferentemente entre aquellas personas que hayan prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la administración de justicia o que lo merezcan por su honorabilidad, competencia y antecedentes en otras ramas de la profesión jurídica.

Los jueces de primera instancia y los que con cualquiera otra denominación se creen en los Estados, serán nombrados por el Tribunal Superior o por el Supremo Tribunal de Justicia de cada Estado.

Los magistrados durarán en el ejercicio de su encargado [sic] el tiempo que señalen las Constituciones Locales, podrán ser reelectos, y si lo fueren, sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos que determinen las Constituciones y las Leyes de Responsabilidades de los Servidores Públicos de los Estados.

Los magistrados y los jueces percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable, la cual no podrá ser disminuida durante su encargo. […]”

[Énfasis añadido]
70.
Adicionalmente, tiene relevancia para este asunto el “Decreto mediante el cual se declaran reformados los artículos 21, 55, 73, 76, 89, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 110, 111, 116, 122 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro.
71.
En la exposición de motivos
 de dicha reforma constitucional se señaló que ésta tenía como propósito “establecer las bases constitucionales para iniciar el fortalecimiento de un nuevo sistema de justicia y seguridad en el país”.

72.
La iniciativa propuso nuevos requisitos para la designación de las ministras y los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el fin de fortalecer su independencia. Entre dichos requisitos destacó que “el Presidente de la República no pueda nombrar a aquellas personas que, con seis meses de anterioridad, hubieran ocupado los cargos de Secretario de Estado, Jefe del Distrito Federal, Jefe de Departamento Administrativo, Procurador General de la República o de Justicia del Distrito Federal, Senador, Diputado Federal o Gobernador de algún estado”.
73.
Con ello se buscó “garantizar que factores de carácter político no interfieran en la asignación de los ministros y que se tome en cuenta la vocación judicial”.

74.
Asimismo, en lo relativo a las entidades federativas, se propuso “la derogación del párrafo cuarto de la fracción III del artículo 116 constitucional, que plantea un esquema de nombramiento rígido para los jueces en los estados”. Lo anterior, con el propósito de “que cada entidad federativa adopte el esquema de organización judicial que considere más conveniente para ampliar los principios de la carrera judicial”.
75.
Con respecto a lo anterior, la exposición de motivos expresó textualmente lo siguiente:
“[…] En esta iniciativa se somete a la consideración de esa Soberanía un conjunto de reformas a la Constitución para avanzar en la consolidación de un Poder Judicial fortalecido en sus atribuciones y poderes, más autónomo y con mayores instrumentos para ejercer sus funciones. Estas reformas entrañan un paso sustantivo en el perfeccionamiento de nuestro régimen democrático, fortaleciendo al Poder Judicial para el mejor equilibrio entre los Poderes de la Unión, creando las bases para un sistema de administración de justicia y seguridad pública que responda mejor a la voluntad de los mexicanos de vivir en un Estado de Derecho pleno.

[…]

Esta iniciativa de reformas a la Constitución forma parte de un conjunto de acciones que fortalecerán el orden público y la seguridad individual, familiar y patrimonial. Se trata de una reforma profunda que parte de la voluntad de los mexicanos de vivir en un Estado fundado en la soberanía nacional, la democracia, la división de poderes, el federalismo y el respeto a las garantías individuales. Su objetivo último es el fortalecimiento del equilibrio de poderes y del Estado de Derecho.

[…]

Régimen jurídico de los Ministros de la Suprema Corte.

[…]

En la iniciativa de reformas se proponen nuevos requisitos de designación de los ministros de la Suprema Corte de Justicia para fortalecer su independencia se propone que el Presidente de la República no pueda nombrar a aquellas personas que con seis meses de anterioridad hubieran ocupado los cargos de Secretario de Estado, Jefe del Distrito Federal, Jefe de Departamento Administrativo, Procurador General de la República o de Justicia del Distrito Federal, Senador, Diputado Federal o Gobernador de algún estado. Con esta propuesta se busca garantizar que factores de carácter político no interfieran en la asignación de los ministros y que se tome en cuenta la vocación judicial.

[…]

PODERES JUDICIALES DE LOS ESTADOS Y DEL DISTRITO FEDERAL

La iniciativa de reformas que presento incluye también dos modificaciones a los regímenes de los poderes judiciales de los estados y del Distrito Federal.

Consejos de la Judicatura y Carrera Judicial.

La situación que guardan el gobierno y la administración del Poder Judicial de la Federación tiene una enorme simetría con lo que acontece en los ámbitos estatales y del Distrito Federal. Es una constante que los tribunales supremos en los ámbitos locales tengan a su cargo funciones semejantes a las que hasta el día de hoy realiza el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, con la excepción hecha del Estado de Sinaloa, donde desde hace años existe un Consejo de la Judicatura.

En razón de lo anterior, se plantea la derogación del párrafo cuarto de la fracción III del artículo 116 constitucional, que plantea un esquema de nombramiento rígido para los jueces en los estados. Con ello se posibilita que cada entidad federativa adopte el esquema de organización judicial que considere más conveniente para ampliar los principios de la carrera judicial que anuncia el párrafo segundo de la fracción antes invocada”. […]
[Énfasis añadido]

76.
La iniciativa también propuso que “los Magistrados integrantes de los poderes Judiciales Locales deberán reunir los requisitos señalados por el artículo 95 de esta Constitución” y, para tal efecto, “la fracción VI de este último precepto estará referida, además, a los puestos de Secretario o su equivalente, Procurador de Justicia, así como Diputado Local del respectivo Estado”.

77.
Finalmente, en lo relativo a los integrantes del Tribunal Superior de Justicia del entonces Distrito Federal se señaló que “para ser Magistrado se deberán reunir los requisitos que establece el Artículo 95 de esta Constitución” y que, para estos efectos, “la fracción VI de este último precepto estará referida, además, a los Representantes a la Asamblea del Distrito Federal”.
78.
Sin embargo, en el Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia, de Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos, Primera Sección, de la Cámara de Senadores
, se estimó conveniente elevar a un año el requisito consistente en no haber ocupado determinados cargos para ser designada o designado ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, “con el fin de prevenir un tránsito inmediato de los supuestos de la administración pública a los cargos de la judicatura”.

79.
Asimismo, se consideró necesario modificar la redacción del tercer párrafo de la fracción III del artículo 116 constitucional, “con el objeto de que las incompatibilidades señaladas en la nueva fracción VI del artículo 95 sean referidas, en el caso de los magistrados de los poderes judiciales estatales, a sus equivalentes en el ámbito local”.

80.
En ese sentido, se dispuso que “los magistrados integrantes de los poderes judiciales locales deberán reunir los requisitos señalados por las fracciones I a V del artículo 95 de esta Constitución” y que “no podrán ser magistrados las personas que hayan ocupado el cargo de Secretario o su equivalente, Procurador de Justicia o Diputado Local, en sus respectivos Estados, durante el año previo al día de la designación”.

81.
Finalmente, en lo relativo al Tribunal Superior de Justicia del entonces Distrito Federal se reiteró que, “para ser magistrado se deberán reunir los requisitos que establecen las fracciones I a V del Artículo 95 de esta Constitución” y que “no podrán ser magistrados las personas que hayan ocupado el cargo de Jefe del Distrito Federal, Secretario General, Procurador General de Justicia o Representante a la Asamblea del Distrito Federal, durante el año previo al día de la designación”.
82.
De este modo, el texto de los artículos 95, 116 y 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos quedó redactado de la siguiente manera:
“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
Artículo 95.- Para ser electo Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se necesita:
I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles.
II.- Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.
III.- Poseer el día de la designación, con antigüedad mínima de diez años, título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello.
IV.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena.

V.- Haber residido en el país durante los dos años anteriores al día de la designación;
VI.-No haber sido secretario de estado, jefe de departamento administrativo, Procurador General de la República o de Justicia del Distrito Federal, senador, diputado federal ni gobernador de algún Estado o Jefe del Distrito Federal, durante el año previo al día de su nombramiento.
Los nombramientos de los Ministros deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.
Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:

[…]

III.- El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales que establezcan las Constituciones respectivas.

La independencia de los magistrados y jueces en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados, las cuales establecerán las condiciones para el ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los Estados.

Los Magistrados integrantes de los Poderes Judiciales Locales, deberán reunir los requisitos señalados por las fracciones I a V del artículo 95 de esta Constitución. No podrán ser Magistrados las personas que hayan ocupado el cargo de Secretario o su equivalente, Procurador de Justicia o Diputado Local, en sus respectivos Estados, durante el año previo al día de la designación.
Los nombramientos de los magistrados y jueces integrantes de los Poderes Judiciales Locales serán hechos preferentemente entre aquellas personas que hayan prestado sus servicios con eficiencia y probidad en la administración de justicia o que lo merezcan por su honorabilidad, competencia y antecedentes en otras ramas de la profesión jurídica. […]
Artículo 122.- El Gobierno del Distrito Federal está a cargo de los Poderes de la Unión, los cuales lo ejercerán por sí y a través de los órganos de gobierno del Distrito Federal representativos y democráticos, que establece esta Constitución.

[…]

VII.- La función judicial se ejercerá por el Tribunal Superior de Justicia, el cual se integrará por el número de Magistrados que señale la ley orgánica correspondiente, así como por los jueces de primera instancia y demás órganos que la propia ley señale. Para ser magistrado se deberán reunir los requisitos que establecen las fracciones I a V del artículo 95 de esta Constitución. No podrán ser Magistrados las personas que hayan ocupado el cargo del Jefe del Distrito Federal, Secretario General, Procurador General de Justicia, o Representante a la Asamblea del Distrito Federal, durante el año previo al día de la designación. […]”

[Énfasis añadido]
83.
Finalmente, hay que destacar que el quince de septiembre de dos mil veinticuatro se publicó en el Diario Oficial de la Federación el “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial”.
84.
En la exposición de motivos
 de la citada reforma constitucional se señaló que una de las causas estructurales relacionadas con la impunidad y la falta de justicia “ha sido la ausencia de una verdadera independencia de las instituciones encargadas de impartirla, así como el distanciamiento cada vez más profundo que existe entre la sociedad mexicana con las autoridades judiciales que conocen y atienden sus conflictos”. Asimismo, se destacó que “no puede haber justicia si los órganos responsables de garantizarla muestran incapacidad o desinterés en cumplir con sus deberes constitucionales, o peor aún, privilegian los intereses de grupos de poder creados que son contrarios al interés público”.
85.
La reforma tuvo como propósito impulsar la democratización de la justicia, al someter al voto popular la designación de las personas integrantes de los poderes judiciales, con el fin de “romper con la inercia de los acuerdos cupulares, donde las y los ministros, magistrados y jueces no eran responsables ante la ciudadanía, sino ante quienes los propusieron en el cargo, orientando sus decisiones a la protección y defensa de intereses personales, de grupo o fácticos”. De esta manera, se buscó que el acceso a una justicia pronta, expedita e imparcial se convirtiera en una realidad efectiva y no únicamente en un principio escrito.

86.
En la exposición de motivos, el Poder Ejecutivo Federal también expresó lo siguiente:

“[…] III. Contenido de la iniciativa
a) Elección de Ministras y Ministros, Magistradas y Magistrados, y Juezas y Jueces por voto popular

La presente iniciativa propone modificar el párrafo octavo del artículo 94 constitucional para precisar que los concursos abiertos para la integración de los órganos jurisdiccionales se regirán por los procedimientos, requisitos y plazos que establezca la legislación secundaria, con excepción de los cargos de Magistrada o Magistrado de Circuito, así como Jueza o Juez de Distrito, cuya elección se realizará por voto directo y secreto de la ciudadanía, conforme a las bases previstas en el texto reformado al artículo 96 constitucional de la presente iniciativa.

También se propone adecuar el artículo 95 constitucional, el cual establece los requisitos de elegibilidad como Ministra o Ministro de la SCJN, sustituyendo toda referencia a ‘designación’ por el de ‘elección’, en consonancia con la reforma judicial de mérito; además, se adiciona en su fracción VI el cargo de magistrado o magistrada del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación como impedimento para ser elegible durante el año previo al día de su elección.

[…]

La propuesta de reforma también incluye la modificación al artículo 97 constitucional para armonizar su contenido con el nuevo modelo de selección e integración de los órganos jurisdiccionales, señalando que las Magistradas y los Magistrados de Circuito, así como las Juezas y los Jueces de Distrito, no podrán ser readscritos fuera del circuito judicial en el que hayan sido electos y sólo podrán ser removidos por el Tribunal de Disciplina Judicial y en los casos y conforme a los procedimientos que establezca la normatividad aplicable.

En lo que respecta a los cargos de Magistrada o Magistrado de Circuito, así como Jueza o Juez de Distrito, se introduce un segundo párrafo al artículo 97 constitucional, recorriéndose los subsecuentes, que señala los requisitos de elegibilidad que deben satisfacer las candidaturas propuestas por los Poderes de la Unión, que recogen los requisitos ya establecidos en la Ley de Carrera Judicial del Poder Judicial de la Federación, entre las que se incluyen ser ciudadano mexicano por nacimiento, en plano ejercicio de sus derechos civiles y políticos; tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la elección para el caso de Magistrada o Magistrado de Circuito, y de treinta años para el caso de Jueza o Juez de Distrito; contar el día de la elección con título de licenciada o licenciado en derecho expedido legalmente, con antigüedad mínima de cinco años, y práctica profesional de cuanto menos cinco años en un área jurídica afín a su candidatura; gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de la libertad. Y se adicionan como requisitos el haber sido residido en el país durante el año anterior al día de la elección; y no haber sido Secretario de Estado, Fiscal General de la República, senador, diputado federal, ni titular del poder ejecutivo de alguna entidad federativa, durante el año previo al día de su elección.

[…]

Además, se prevé que, para ser elegibles, las candidaturas a magistradas y magistrados electorales de la Sala Superior deberán satisfacer los requisitos que establezcan esta Constitución, los cuales no podrán ser menores a los que se exigen para ser Ministra o Ministro de la SCJN y, además, distinguirse por su probidad.

[…]

b) Reforma al Consejo de la Judicatura Federal

Como ya se ha mencionado, la presente iniciativa propone reformar diversos artículos de la Constitución en lo relativo a las facultades y atribuciones del Consejo de la Judicatura Federal, mismo que se propone sustituir con la creación de dos órganos: el de administración judicial, y el Tribunal de Disciplina Judicial. En este tenor, se plantea modificar el párrafo segundo del artículo 94 constitucional para señalar que la administración del Poder Judicial de la Federación estará a cargo de un órgano de administración judicial, mientras que la disciplina de su personal estará a cargo del Tribunal de Disciplina Judicial.

[…]

Por una parte, se dota al Tribunal de Disciplina Judicial de independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones. Dicho Tribunal tendrá una integración colegiada, conformada por cinco miembros electos por la ciudadanía a nivel nacional conforme al procedimiento establecido en el artículo 96 de la Constitución para Ministras y Ministros de la SCJN. Asimismo, se establece que, para ser elegibles, las personas candidatas a Magistradas y Magistrados del Tribunal deberán cumplir con los mismos requisitos aplicables para Ministras y Ministros de la SCJN.

[…]

e) Justicia pronta y expedita

[…]

En lo que respecta al sistema judicial de las entidades federativas, la presente iniciativa propone reformar el artículo 116 constitucional en su párrafo tercero, a fin de señalar que las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Poderes Judiciales estatales establecerán las condiciones para garantizar la independencia de los magistrados y jueces en el ejercicio de sus funciones, así como su elección por voto directo y secreto de la ciudadanía; la creación de órganos independientes para su administración y disciplina, conforme a las bases establecidas en esta Constitución para el Poder Judicial de la Federación; así como del ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales locales. De igual modo, se propone señalar que las propuestas de candidaturas y la elección de los magistrados y jueces integrantes de los Poderes Judiciales locales se realizarán conforme a las bases que establece esta Constitución para el Poder Judicial de la Federación y en los términos y modalidades que establezcan las Constituciones locales respectivas, garantizando mecanismos transparentes y paritarios de elección.
El planteamiento anterior se replica en el sistema de justicia de la Ciudad de México a través de la modificación de la fracción IV del artículo 122 constitucional, donde se propone señalar que el ejercicio del Poder Judicial se deposita en el Tribunal Superior de Justicia, el Tribunal de Disciplina Judicial local, el órgano de administración judicial y los juzgados y tribunales que establezca la Constitución Política de la Ciudad de México. Asimismo, se establece que las leyes locales contendrán las condiciones para su elección por voto directo y secreto de la ciudadanía, y para el funcionamiento de órganos independientes de administración y disciplina, conforme a las bases establecidas en esta Constitución para el Poder Judicial de la Federación; así como del ingreso, formación, permanencia y especialización de quienes integren el Poder Judicial de la Ciudad de México. […]”
[Énfasis añadido]
87.
Sin embargo, del contenido de la iniciativa se advierte que el Poder Ejecutivo Federal no propuso modificaciones sustantivas respecto de los requisitos que debían reunir las personas magistradas de los poderes judiciales locales. La propuesta únicamente contemplaba sustituir la palabra “designación” por “elección” en la parte final del tercer párrafo de la fracción III del artículo 116 constitucional. En ese sentido, se planteó que las personas magistradas integrantes de los poderes judiciales locales “deberán reunir los requisitos señalados por las fracciones I a V del artículo 95 de esta Constitución” y que no podrán ser designadas como tales “las personas que hayan ocupado el cargo de Secretario o su equivalente, Procurador de Justicia o Diputado Local, en sus respectivos Estados, durante el año previo al día de la elección”.

88.
Posteriormente, en el Dictamen emitido por la Comisión de Puntos Constitucionales de la LXV Legislatura de la Cámara de Diputados
, se planteó lo siguiente:

“[…] TERCERA. De las modificaciones propuestas. Las y los Diputados de la Comisión han resuelto modificar el proyecto de Decreto de la iniciativa base de este dictamen, de conformidad con las propuestas y planteamientos realizados por las y los diputados promoventes de diversas iniciativas, así como de las personas participantes de los diversos foros de parlamento abierto, en especial aquellos realizados en el marco de los Diálogos Nacionales para la Reforma del Poder Judicial, mismas que se indican a continuación:

[…]

VI. Requisitos de elegibilidad para aspirar a los cargos de elección popular

Con relación a los requisitos de elegibilidad para aspirar a los cargos de mando dentro del Poder Judicial establecidos en los artículos 95 y 97 constitucionales, esta dictaminadora considera que contar con una edad mínima de treinta y cinco años cumplidos al día de la elección para el caso de Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial y de la Sala Superior y salas regionales del Tribunal Electoral, representa una limitante injustificada en perjuicio de las y los jóvenes abogados que cuentan con las calificaciones técnicas, académicas y profesionales, y las cualidades y aptitudes necesarias para ejercer el cargo conforme a los principios de objetividad, imparcialidad, independencia, profesionalismo y excelencia.

En el mismo sentido, se propone modificar el artículo 97 respecto de los requisitos que deben reunir las personas que aspiren a ser electas como Magistradas o Magistrados de Circuito, así como Juezas o Jueces de Distrito, eliminando la restricción de cumplir con una edad mínima, entendiendo que la juventud de una persona profesionista del derecho no debe demeritar su capacidad para impartir justicia.

En cambio, se incorpora un requisito de elegibilidad directamente asociado al grado de preparación académica y al desempeño logrado durante la formación de las y los aspirantes, debiendo haber obtenido un promedio general de calificación que sea igual o superior a 8.0 o su equivalente en la licenciatura en derecho, y de 9.0 o su equivalente en las materias específicas relacionadas con el cargo al que la persona aspirante se postula, ya sea en la licenciatura, especialidad, maestría o doctorado.

Al mismo tiempo, se privilegian otros aspectos objetivos, como la solidez y preparación académica de las y los aspirantes, así como la experiencia profesional de cinco años para Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, integrantes del Tribunal de Disciplina Judicial, Magistradas y Magistrados del Tribunal Electoral, así como Magistradas y Magistrados de Circuito.

Por otra parte, a efecto de dotar de certeza jurídica al proceso de postulación de candidaturas respecto del cumplimiento de los requisitos establecidos en esta Constitución y en las leyes al momento de su evaluación y selección por parte de las autoridades establecidas en artículo 96 constitucional, se propone modificar el ámbito temporal en que dichos requisitos deban acreditarse por las y los interesados, sustituyendo en los artículos 95 y 97 constitucionales el término ‘día de la elección’ por el de ‘la fecha en que el Senado de la República publique la convocatoria’ para la integración del listado de candidaturas para cargos de mando dentro del Poder Judicial de la Federación. Dicha modificación permitirá a los Comités de Evaluación contar con todos los elementos fácticos y jurídicos de idoneidad para seleccionar a los perfiles mejor evaluados, sin considerar expectativas sobre derechos futuros que pudieran no acreditarse al momento de la elección.

[…]

VIII. Impedimentos
Esta dictaminadora propone modificar la fracción VI del artículo 95 del proyecto, convirtiéndose en fracción V dentro del dictamen, para eliminar el impedimento para acceder al cargo de Ministra o Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Magistrada o Magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial, o de la Sala Superior y salas regionales del Tribunal Electoral, haber sido Magistrada o Magistrado del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, pues no se advierte una causal de posible conflicto de interés o injerencia fáctica indebida derivada del ejercicio de un encargo de esa naturaleza.

Por otra parte, se incorpora a las magistraturas de salas regionales del Tribunal Electoral al catálogo de personas servidoras públicas impedidas por el párrafo segundo del artículo 101 constitucional para actuar como patronos, abogados o representantes en cualquier proceso ante los órganos del Poder Judicial de la Federación dentro de los dos años siguientes a la fecha de su retiro. De manera análoga, se replica dicho catálogo de personas servidoras públicas impedidas para ocupar los cargos señalados en la fracción V reformado del artículo 95 constitucional, incorporando dentro del texto del párrafo tercero a las y los Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial, Magistrados Electorales, Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito.

[…]

XI. Armonización constitucional
Para que el proyecto de Decreto guarde armonía y congruencia en su integralidad con el texto constitucional reformado, dando claridad sobre sus alcances y evitando antinomias que dificulten su interpretación, es necesario realizar diversos ajustes a la iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal:

[…]

g) Se adecuan los párrafos tercero, cuarto y quinto de la fracción III del artículo 116, así como los párrafos primero y tercero de la fracción IV del artículo 122, con el propósito de homologar las disposiciones relativas a la creación de órganos de administración y Tribunales de Disciplina Judicial locales; la votación por voto secreto de magistrados y jueces locales; el procedimiento de elección, y la creación de mecanismos de selección y evaluación de candidaturas; los requisitos de elegibilidad; el periodo de duración del encargo, entre otras reglas aplicables al Poder Judicial Federal que deberán replicarse para los Poderes Judiciales locales. […]”
[Énfasis añadido]
89.
Sin embargo, del análisis de la minuta enviada a la Cámara de Senadores
 no se advierte que se hayan homologado en su totalidad los requisitos de elegibilidad de magistradas, magistrados, juezas o jueces locales con aquellos aplicables a las personas juzgadoras del Poder Judicial de la Federación.
90.
En efecto, conforme al artículo 116, fracción III, de la Constitución Federal —en la redacción prevista en dicha minuta—, las magistradas, magistrados, juezas y jueces integrantes de los poderes judiciales de las entidades federativas deberán cumplir con los requisitos establecidos en las fracciones I a IV del párrafo segundo del artículo 97 constitucional, así como con aquellos adicionales que determinen las constituciones y leyes orgánicas de las propias entidades federativas. Asimismo, se prevé —únicamente— que no podrán ser magistradas o magistrados quienes, en su respectiva entidad federativa, hayan ocupado el cargo de titular de una Secretaría o su equivalente, de Fiscalía o de diputación local, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria correspondiente por el Congreso local.
91.
Por su parte, el artículo 122, apartado A, base IV, de la Constitución Federal determina que únicamente las personas magistradas del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México deberán reunir, como mínimo, los requisitos señalados en las fracciones I a V del artículo 95 constitucional, y que no podrán acceder a dicho cargo quienes hayan desempeñado, en el Gobierno de esa entidad, la titularidad de una Secretaría o equivalente, de la Procuraduría General de Justicia o una diputación del Congreso local, durante el año previo al día de la designación.
92.
En el Dictamen emitido por las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Estudios Legislativos de la LXVI Legislatura de la Cámara de Senadores
 se realizaron modificaciones orientadas a incorporar un lenguaje más incluyente en diversas disposiciones; sin embargo, no se modificó la esencia de la propuesta aprobada por la Cámara de origen.
93.
Como resultado del citado procedimiento de reforma constitucional, el texto de los artículos 95, 97, 99, 100, 116 y 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos quedó redactado, en la parte que interesa, en los siguientes términos:

“CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS
Artículo 95.- Para ser electo ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se necesita:
I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles.
II.- (DEROGADA, D.O.F. 15 DE SEPTIEMBRE DE 2024)
III.- Poseer el día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta Constitución título profesional de licenciado en derecho expedido legalmente, un promedio general de calificación de cuando menos ocho puntos o su equivalente y de nueve puntos o su equivalente en las materias relacionadas con el cargo al que se postula en la licenciatura, especialidad, maestría o doctorado, y práctica profesional de cuando menos cinco años en el ejercicio de la actividad jurídica;
IV.- Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza y otro que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena.
V.- Haber residido en el país durante los dos años anteriores al día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta Constitución; y
VI.- No haber sido Secretario de Estado, Fiscal General de la República, senador, diputado federal, ni titular del poder ejecutivo de alguna entidad federativa, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta Constitución.
Artículo 97.- Las Magistradas y los Magistrados de Circuito, así como las Juezas y los Jueces de Distrito durarán en su encargo nueve años y podrán ser reelectos de forma consecutiva cada que concluya su periodo. No podrán ser readscritos fuera del circuito judicial en el que hayan sido electos, salvo que por causa excepcional lo determine el Tribunal de Disciplina Judicial, y podrán ser removidos en los casos y conforme a los procedimientos que establezca la ley.

Para ser electo Magistrada o Magistrado de Circuito, así como Jueza o Juez de Distrito, se necesita:

I. Tener ciudadanía mexicana por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos;

II. Contar el día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta Constitución con título de licenciatura en derecho expedido legalmente y haber obtenido un promedio general de calificación de cuando menos ocho puntos o su equivalente y de nueve puntos o equivalente en las materias relacionadas con el cargo al que se postula en la licenciatura, especialidad, maestría o doctorado. Para el caso de Magistrada y Magistrado de Circuito deberá contar además con práctica profesional de al menos tres años en un área jurídica afín a su candidatura;

III. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de la libertad;

IV. Haber residido en el país durante el año anterior al día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta Constitución, y
V. No haber sido persona titular de una Secretaría de Estado, Fiscal General de la República, senadora o senador, diputada o diputado federal, ni persona titular del poder ejecutivo de alguna entidad federativa, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta Constitución. […]
Artículo 99.- El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación.

Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal funcionará en forma permanente con una Sala Superior y salas regionales; sus sesiones de resolución serán públicas, en los términos que determine la ley. Contará con el personal jurídico y administrativo necesario para su adecuado funcionamiento.

La Sala Superior se integrará por siete Magistradas y Magistrados Electorales. Cada dos años se renovará la presidencia del Tribunal de manera rotatoria en función del número de votos que obtenga cada candidatura en la elección respectiva, correspondiendo la presidencia a quienes alcancen mayor votación.

[…]

Las personas magistradas electorales que integren la Sala Superior serán elegidas por la ciudadanía a nivel nacional conforme a las bases y al procedimiento previsto en el artículo 96 de esta Constitución.

Las personas magistradas electorales que integren la Sala Superior deberán satisfacer los requisitos que se exigen para ser Ministra o Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y durarán en su encargo seis años improrrogables. Las renuncias, ausencias y licencias de personas magistradas electorales de la Sala Superior y las salas regionales serán tramitadas, cubiertas y otorgadas en los términos del artículo 98 de esta Constitución.

Las personas magistradas electorales que integren las salas regionales deberán satisfacer los requisitos que señale la ley, que no podrán ser menores a los indicados en el párrafo anterior. Serán elegidas por circunscripciones electorales, en los términos y modalidades que determine la ley, conforme al procedimiento aplicable para las magistraturas de Sala Superior, y durarán en su encargo seis años improrrogables. […]
Artículo 100.- El Tribunal de Disciplina Judicial será un órgano del Poder Judicial de la Federación con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones.
El Tribunal de Disciplina se integrará por cinco personas electas por la ciudadanía a nivel nacional conforme al procedimiento establecido en el artículo 96 de esta Constitución.

Para ser elegibles, las Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial deberán reunir los requisitos señalados en el artículo 95 de esta Constitución y ser personas que se hayan distinguido por su capacidad profesional, honestidad y honorabilidad en el ejercicio de sus actividades. Durarán seis años en su encargo, serán sustituidos de manera escalonada y no podrán ser electos para un nuevo periodo. Cada dos años se renovará la presidencia del Tribunal de manera rotatoria en función del número de votos que obtenga cada candidatura en la elección respectiva, correspondiendo la presidencia a quienes alcancen mayor votación. […]
Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:

[…]

III.- El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales que establezcan las Constituciones respectivas.

La independencia de las magistradas y los magistrados y juezas y jueces en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados, las cuales establecerán las condiciones para su elección por voto directo y secreto de la ciudadanía; la creación de un Tribunal de Disciplina Judicial y de un órgano de administración judicial con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones, conforme a las bases establecidas en esta Constitución para el Poder Judicial de la Federación; así como del ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los Estados.

Las Magistradas y los Magistrados y las juezas y los jueces integrantes de los Poderes Judiciales Locales, deberán reunir los requisitos señalados por las fracciones I a IV del párrafo segundo del artículo 97 de esta Constitución y los demás que establezcan las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados. No podrán ser Magistradas o Magistrados las personas que hayan ocupado el cargo de titular de Secretaría o su equivalente, Fiscal o Diputada o Diputado Local, en sus respectivos Estados, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria respectiva por el Congreso local.

Las propuestas de candidaturas y la elección de los magistrados y jueces integrantes de los Poderes Judiciales Locales se realizarán conforme a las bases, procedimientos, términos, modalidades y requisitos que señala esta Constitución para el Poder Judicial de la Federación en lo que resulte aplicable, estableciendo mecanismos públicos, abiertos, transparentes, inclusivos, accesibles y paritarios de evaluación y selección que garanticen la participación de personas que cuenten con los conocimientos técnicos necesarios para el desempeño del cargo y se hayan distinguido por su honestidad, buena fama pública, competencia y antecedentes profesionales y académicos en el ejercicio de la actividad jurídica.

Las y los magistrados y las y los jueces durarán en el ejercicio de su encargo nueve años, podrán ser reelectos y, si lo fueren, sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos que determinen las Constituciones y las Leyes de Responsabilidades de los Servidores Públicos de los Estados.
Las magistradas y los magistrados y las juezas y los jueces percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable, la cual no podrá ser mayor a la establecida para la persona titular de la Presidencia de la República en el presupuesto correspondiente y no será disminuida durante su encargo. […]

Artículo 122.- La Ciudad de México es una entidad federativa que goza de autonomía en todo lo concerniente a su régimen interior y a su organización política y administrativa.

A. El gobierno de la Ciudad de México está a cargo de sus poderes locales, en los términos establecidos en la Constitución Política de la Ciudad de México, la cual se ajustará a lo dispuesto en la presente Constitución y a las bases siguientes:

[…]

IV. El ejercicio del Poder Judicial se deposita en el Tribunal Superior de Justicia, el Tribunal de Disciplina Judicial local, el órgano de administración judicial y los juzgados y tribunales que establezca la Constitución Política de la Ciudad de México, la que garantizará la independencia de los magistrados y jueces en el ejercicio de sus funciones. Las leyes locales establecerán las condiciones para su elección por voto libre, directo y secreto de la ciudadanía conforme a las bases, procedimientos, términos, modalidades y requisitos que señala esta Constitución para el Poder Judicial de la Federación en lo que resulte aplicable y los demás que establezca la Constitución Política de la Ciudad de México y las leyes correspondientes, estableciendo mediante mecanismos públicos, abiertos, transparentes, inclusivos, accesibles y paritarios de evaluación y selección que garanticen la participación de personas que cuenten con los conocimientos técnicos necesarios para el desempeño del cargo y se hayan distinguido por su honestidad, buena fama pública, competencia y antecedentes profesionales y académicos en el ejercicio de la actividad jurídica. Las leyes también establecerán las condiciones para el funcionamiento de órganos de administración y disciplina con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones, conforme a las bases establecidas en esta Constitución para el Poder Judicial de la Federación; así como del ingreso, formación, permanencia y especialización de quienes integren el poder Judicial.

Los magistrados integrantes del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México deberán reunir como mínimo los requisitos establecidos en las fracciones I a V del artículo 95 de esta Constitución. No podrán ser magistrados las personas que hayan ocupado en el Gobierno de la Ciudad de México el cargo de Secretario o equivalente o de Procurador General de Justicia, o de integrante del Poder Legislativo local, durante el año previo al día de la designación. […]”

[Énfasis añadido]
94.
Del análisis histórico-constitucional de las diversas reformas que han incidido en el diseño institucional de los poderes judiciales —federales y locales—, este Tribunal Pleno advierte que el fortalecimiento de su independencia ha constituido una preocupación permanente del Poder Constituyente. A lo largo de las últimas décadas, dicho órgano ha reconocido que la función jurisdiccional sólo puede desarrollarse plenamente en un entorno normativo que asegure la imparcialidad, integridad y neutralidad de quienes imparten justicia, pues sólo así se salvaguarda la legitimidad y eficacia del sistema de justicia.
95.
Diversas reformas constitucionales han tenido por objeto robustecer el principio de independencia judicial, dotando a los poderes judiciales, tanto federales como locales, de condiciones institucionales que garanticen que su labor se realice libre de injerencias políticas o de intereses ajenos. Tales reformas han configurado un modelo progresivo orientado a asegurar que los tribunales actúen exclusivamente conforme a la Constitución y a la ley, sin sometimiento a presiones de carácter político, económico o social.
96.
De forma consistente, el Poder Constituyente ha procurado que los poderes judiciales cuenten con estructuras normativas y orgánicas que les permitan actuar sin interferencias externas, dejando claro que la independencia judicial no es un atributo accesorio, sino un presupuesto esencial del Estado constitucional y, en particular, una condición indispensable para garantizar el derecho de acceso a la justicia.
97.
En este proceso de evolución constitucional, se han adoptado sucesivas reformas dirigidas a fortalecer la autonomía orgánica y funcional de los poderes judiciales, imponiendo al legislador la obligación de generar condiciones institucionales que garanticen el correcto ejercicio de la función jurisdiccional. Estas reformas reconocen que ninguna judicatura puede resolver con independencia si se encuentra expuesta a presiones externas derivadas de coyunturas políticas o de intereses particulares.
98.
A través del tiempo, este desarrollo ha transitado por diversos modelos de organización judicial, que se han ajustado a las necesidades sociales, políticas y estructurales de cada época. No obstante, todos ellos han mantenido como propósito central la consolidación de un sistema de justicia libre de interferencias indebidas y que preserve la integridad del quehacer jurisdiccional.
99.
En suma, el Poder Constituyente ha sido constante en destacar que la garantía de independencia judicial constituye un presupuesto ineludible de la labor jurisdiccional, en la medida que asegura que quienes ejercen funciones jurisdiccionales cuenten con condiciones institucionales suficientes para decidir conforme a derecho, sin presiones indebidas provenientes de otros poderes o de intereses particulares.

100.
De ahí que la independencia judicial se preserve en la medida en que se evite o reduzca al mínimo la vinculación de los poderes judiciales respecto de los demás órganos de gobierno. Sólo así es posible impedir que la función jurisdiccional se vea influida por criterios subjetivos, prácticas clientelares o intereses ajenos.

101.
El Poder Constituyente también ha reconocido que el principio de división de poderes se encuentra intrínsecamente relacionado el principio de independencia judicial.

102.
En efecto, la división de poderes tiene como finalidad limitar y equilibrar el ejercicio del poder público, evitando la subordinación o intromisión de un poder en otro, y asegurando que cada uno pueda ejercer las funciones que le han sido encomendadas con plena libertad decisoria
. En tal virtud, la independencia del Poder Judicial se integra directamente en el diseño constitucional que salvaguarda la separación funcional del poder público, convirtiéndose en garantías esenciales del orden constitucional mexicano. No puede hablarse de una auténtica separación de poderes cuando uno de ellos —en este caso, el judicial— carece de independencia para ejercer las funciones que constitucionalmente le corresponden
. Por ello, la vulneración del principio de independencia del Poder Judicial implica necesariamente la ruptura del principio de división de poderes.
103.
Ahora bien, el artículo 17 constitucional reconoce el derecho de toda persona a que se le administre justicia por tribunales que estén expeditos para impartirla en los plazos y términos que establezcan las leyes, emitiendo resoluciones prontas, completas e imparciales. Asimismo, dicho precepto obliga a que las leyes federales y locales prevean los mecanismos necesarios para garantizar la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus determinaciones
.
104.
A su vez, los artículos 49 y 116 de la Constitución Federal
 disponen que el poder público, tanto en el ámbito federal como en el estatal, se divide para su ejercicio en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, prohibiendo que dos o más de dichos poderes se reúnan en una sola persona o corporación, o que el legislativo sea depositado en un solo individuo. Este diseño, piedra angular del constitucionalismo mexicano, tiene por finalidad preservar un sistema de frenos y contrapesos que impida la concentración indebida del poder. Así, el texto constitucional es claro en señalar que la independencia de las magistradas, los magistrados, las juezas y los jueces en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados.
105.
Es cierto que la Constitución Federal reconoce un ámbito de libertad configurativa a las entidades federativas para estructurar sus poderes judiciales. Sin embargo, ese margen no es absoluto. La potestad legislativa local está condicionada por la necesidad de respetar los elementos esenciales de la independencia judicial, los cuales constituyen límites infranqueables para el legislador. Entre ellos destacan: i) la obligación de evitar interferencias indebidas en los procesos de selección; ii) la obligación de adoptar mecanismos que aseguren la neutralidad institucional; y, iii) la prohibición de establecer arreglos normativos que propicien la subordinación o captura del órgano judicial.

106.
En efecto, si bien el Estado mexicano se organiza como una República representativa, democrática, laica y federal, integrada por Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, así como por la Ciudad de México, en los términos establecidos por sus respectivas Constituciones Locales, lo cierto es que, conforme al principio de supremacía constitucional
, todas ellas se encuentran sujetas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de manera que en ningún caso pueden contravenir las disposiciones previstas en ésta.

107.
Por ello, las normas locales que regulan la integración, diseño o funcionamiento del Poder Judicial deben examinarse con especial atención, ya que cualquier alteración en estos ámbitos puede incidir de manera directa en la independencia judicial y afectar la separación de poderes.

108.
Tales principios también han sido desarrollados de manera constante por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual ha construido una sólida línea jurisprudencial sobre el derecho de acceso a la justicia y su estrecha relación con la independencia judicial y el principio de división de poderes
.

109.
En efecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que, conforme al artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
, en la determinación de los derechos y obligaciones de orden penal, civil, laboral, fiscal o de cualquier otra naturaleza, toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley.
110.
En ese sentido, dicho Tribunal Interamericano ha sostenido que uno de los objetivos principales de la separación de los poderes públicos consiste en garantizar la independencia judicial. El propósito de esta garantía es evitar que el sistema judicial en general, y sus integrantes en particular, se vean sometidos a restricciones indebidas por parte de órganos ajenos al Poder Judicial, o incluso por magistradas y magistrados que ejercen funciones de revisión o apelación. Así, la independencia judicial se estructura a partir de garantías como un adecuado proceso de nombramiento, la inamovilidad en el cargo y la protección frente a presiones externas. Asimismo, la Corte Interamericana ha precisado que el ejercicio autónomo de la función judicial debe ser garantizado por el Estado tanto en su dimensión institucional —esto es, respecto del Poder Judicial como sistema— como en su vertiente individual, es decir, en relación con la persona juzgadora concreta.
111.
En palabras de la propia Corte Interamericana, sin independencia judicial no existe Estado de Derecho ni es posible el funcionamiento de una democracia constitucional. Ello, porque juezas y jueces deben contar con garantías adecuadas y suficientes para resolver, conforme al orden jurídico, los conflictos que surgen en la sociedad; de lo contrario, la falta de independencia y de respeto a su autoridad se convierte en un signo inequívoco de arbitrariedad.
112.
Sentado lo anterior, este Tribunal Pleno procede a analizar si la disposición impugnada en la presente acción se ajusta a los parámetros descritos, o si, por el contrario, transgrede los límites y los principios estructurales previamente expuestos.

113.
Ahora bien, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece diversos requisitos para las personas que aspiren a ocupar un cargo dentro de la judicatura, los cuales varían según el tipo de función jurisdiccional al que se pretenda acceder mediante el voto de la ciudadanía.

114.
Entre dichos requisitos, adquieren particular relevancia las restricciones temporales aplicables a quienes hayan desempeñado previamente ciertos cargos de naturaleza político-administrativa. En palabras del Poder Constituyente, la finalidad de estas limitaciones consiste en garantizar que factores de índole política no influyan indebidamente en la función jurisdiccional y en prevenir un tránsito inmediato desde posiciones de carácter político hacia cargos en la judicatura, preservando así condiciones estructurales de imparcialidad e independencia. En el texto constitucional destacan las siguientes:
	CARGOS
	REQUISITO
	FUNDAMENTO

	Ministra o ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
	No haber sido Secretario de Estado, Fiscal General de la República, senador, diputado federal, ni titular del poder ejecutivo de alguna entidad federativa, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria.
	Artículo 95, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

	Magistrada o magistrado de la Sala Superior o de las Salas Regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.
	No haber sido Secretario de Estado, Fiscal General de la República, senador, diputado federal, ni titular del poder ejecutivo de alguna entidad federativa, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria.
	Artículo 95, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 99, párrafos décimo segundo y décimo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

	Magistrada o magistrado del Tribunal de Disciplina Judicial del Poder Judicial de la Federación.
	No haber sido Secretario de Estado, Fiscal General de la República, senador, diputado federal, ni titular del poder ejecutivo de alguna entidad federativa, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria.
	Artículo 95, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 100, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

	Jueza o juez de Distrito

Magistrada o magistrado de Circuito
	No haber sido persona titular de una Secretaría de Estado, Fiscal General de la República, senadora o senador, diputada o diputado federal, ni persona titular del poder ejecutivo de alguna entidad federativa, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria.
	Artículo 97, párrafo segundo, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

	Magistrada o magistrado de los Tribunales Superiores de Justicia de las entidades federativas
	No haber sido persona titular de Secretaría o su equivalente, Fiscal o Diputada o Diputado Local, en sus respectivos Estados, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria respectiva por el Congreso local.
	Artículo 116, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

	Magistrada o magistrado del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México
	No haber sido persona titular de Secretaría o su equivalente en el Gobierno de la Ciudad de México, Fiscal General de Justicia o Diputada o Diputado Local, en el Congreso de la Ciudad de México, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria respectiva por el Congreso local.
	Artículo 122, apartado A, base IV, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


115.
Como se aprecia, el artículo 116, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece un límite expreso a la libertad configurativa de las legislaturas locales al fijar determinados requisitos para acceder a una magistratura en los poderes judiciales de las entidades federativas. Entre tales exigencias, se impone a quienes se desempeñen como titulares de Secretaría o su equivalente, Fiscal, o diputada o diputado local en sus respectivos estados, la obligación de separarse de dichos cargos con al menos un año de anticipación al día de la publicación de la convocatoria correspondiente por parte del Congreso local.
116.
En consecuencia, resulta evidente que el Congreso del Estado de Nayarit no está facultado para reducir ese plazo, pues el Poder Constituyente estableció un parámetro mínimo de incompatibilidades e idoneidad constitucional que las legislaturas locales deben acatar.
117.
Es cierto que el texto constitucional únicamente refiere este requisito a “Magistradas” y “Magistrados”, sin distinguir si resulta aplicable a quienes aspiren a integrar el Tribunal Superior de Justicia o el Tribunal de Disciplina Judicial de la entidad federativa. Sin embargo, la reforma constitucional del quince de septiembre de dos mil veinticuatro
 no sólo introdujo un modelo de elección popular para integrar la judicatura local, sino que también dispuso la creación de Tribunales de Disciplina Judicial estatales y órganos de administración judicial con independencia técnica, de gestión y decisoria, conforme a las bases previstas en la Constitución Federal para el Poder Judicial de la Federación.
118.
Así, el artículo 100 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
 señala que el Tribunal de Disciplina Judicial será un órgano del Poder Judicial de la Federación con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones.
119.
Por su parte, el artículo 116 constitucional prevé que el Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales que establezcan sus respectivas Constituciones; además, dispone que la independencia de magistradas, magistrados, juezas y jueces deberá estar garantizada por las constituciones y leyes orgánicas locales. Asimismo, determina las bases para su elección por voto directo y secreto, así como la creación de un Tribunal de Disciplina Judicial y de un órgano de administración judicial con independencia técnica, de gestión y decisoria, en armonía con el diseño constitucional federal.
120.
En ese sentido, dado que los Tribunales Locales de Disciplina Judicial constituyen órganos del Poder Judicial de las entidades federativas, es indudable que, desde un enfoque formal, les resulta aplicable el estándar constitucional de independencia judicial como postulado estructural del sistema de impartición de justicia en el Estado mexicano.

121.
Asimismo, desde una perspectiva material, estos órganos realizan auténticas funciones jurisdiccionales, pues al resolver sobre la responsabilidad administrativa de las personas juzgadoras analizan la corrección en la aplicación del derecho en sus decisiones. Por ello, deben contar con condiciones institucionales que garanticen libertad de criterio, ajena a presiones políticas o intereses particulares.

122.
En consecuencia, este Tribunal Pleno estima que el requisito constitucional de separación previa no se limita a magistradas o magistrados que pretendan integrar los Tribunales Superiores de Justicia, sino que también resulta aplicable a quienes aspiren a ocupar magistraturas en los Tribunales de Disciplina Judicial locales.
123.
Aclarado lo anterior, corresponde ahora determinar si este requisito también resulta aplicable a juezas y jueces de los Tribunales Superiores de Justicia de las entidades federativas.
124.
Como se ha detallado, las restricciones temporales aplicables a personas que hayan ejercido cargos político-administrativos fueron introducidas por el Poder Constituyente mediante el “Decreto por el cual se declaran reformados los artículos 21, 55, 73, 76, 89, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 110, 111, 116, 122 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro.

125.
Inicialmente, se consideró regular estas restricciones en el artículo 95 constitucional —relativo a los requisitos para ministras y ministros de esta Suprema Corte— y extenderlas a las magistraturas locales. No obstante, posteriormente se optó por modificar el tercer párrafo de la fracción III del artículo 116, con el propósito de que las incompatibilidades previstas para el ámbito federal fueran adaptadas a las equivalentes en las entidades federativas.
126.
De ello se desprende que la intención del Poder Constituyente no fue eliminar tales requisitos para magistraturas locales, sino establecerlos de manera adecuada al ámbito estatal.
127.
El Constituyente fue claro en delimitar que este requisito aplicaba exclusivamente a las magistraturas de los Tribunales Superiores de Justicia locales. En concordancia, la reforma mencionada propuso derogar el párrafo cuarto de la fracción III del artículo 116 constitucional —relativo a juezas y jueces locales— para permitir que cada entidad federativa adoptara el modelo de organización judicial que considerara más idóneo para fortalecer la carrera judicial.

128.
Sin embargo, mediante el Decreto publicado el quince de septiembre de dos mil veinticuatro
, el Constituyente Permanente modificó nuevamente el sistema de nombramientos, instaurando la elección popular de integrantes de los poderes judiciales y buscando homologar ciertos estándares entre los poderes judiciales federal y locales.

129.
No obstante, del texto aprobado no se advierte una homologación plena entre los requisitos de magistradas, magistrados, juezas y jueces locales y los del Poder Judicial de la Federación.

130.
En efecto, el artículo 116, fracción III, dispone que juezas, jueces, magistradas y magistrados integrantes del Poder Judicial local deberán cumplir con los requisitos de las fracciones I a IV del artículo 97 constitucional
, además de aquellos adicionales que establezcan las constituciones y leyes orgánicas de los estados.

131.
Sin embargo, este precepto excluyó a juezas y jueces locales del requisito previsto en la fracción V del artículo 97 constitucional
, relativo a no haber ocupado diversos cargos de alta responsabilidad política un año antes de la convocatoria.

132.
No obstante, este Tribunal considera que dicha exclusión no tuvo el propósito de eliminar totalmente las incompatibilidades aplicables a juezas y jueces locales, sino permitir que tales requisitos se definieran atendiendo a las particularidades del ámbito estatal para garantizar su equivalencia funcional y preservar estándares homogéneos de independencia judicial.

133.
Esta interpretación no contraviene el texto del artículo 116 constitucional, pues: i) dicho precepto obliga a las entidades federativas a garantizar la independencia judicial mediante mecanismos adecuados de nombramiento y protección frente a presiones externas; y, ii) su interpretación debe realizarse a la luz de los principios de división de poderes, independencia judicial y derecho de acceso a la justicia.

134.
Lo anterior implica reconocer que, ante posibles interpretaciones diversas de los preceptos constitucionales, este Tribunal Pleno debe optar por aquella que permita que la labor jurisdiccional se desarrolle con libertad y sin injerencias externas, conforme al criterio de fortalecimiento del Poder Judicial y de realización plena de su independencia. Por ello, en situaciones no reguladas o respecto de las cuales el texto normativo no sea del todo claro, la interpretación debe orientarse a integrar las disposiciones bajo los principios que con toda nitidez se contienen en la Constitución Federal.

135.
Tampoco constituye obstáculo para esta determinación el artículo transitorio Décimo Cuarto
 del “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial”, el cual establece que “para la interpretación y aplicación de este Decreto, los órganos del Estado y toda autoridad jurisdiccional deberán atenerse a su literalidad y no habrá lugar a interpretaciones análogas o extensivas que pretendan inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios sus términos o su vigencia, ya sea de manera total o parcial”. Ello es así porque la interpretación aquí adoptada no inaplica, suspende, modifica ni hace nugatorios los términos o la vigencia del Decreto; por el contrario, maximiza sus alcances al reforzar su finalidad de consolidar la independencia judicial.

136.
Ahora bien, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit establece para juezas y jueces, así como para las personas magistradas que aspiren a integrar el Tribunal Superior de Justicia o el Tribunal de Disciplina Judicial, el requisito consistente en separarse de un cargo de elección popular, de un puesto de dirigencia partidista, de la titularidad de la Fiscalía General de Justicia del Estado o de una Secretaría del Poder Ejecutivo local, con una anticipación mínima de noventa días al día de la publicación de la convocatoria a que se refiere la fracción I del artículo 84 constitucional local.
137.
El artículo 116, fracción III, de la Constitución Federal permite a las entidades federativas establecer, en sus constituciones y leyes orgánicas, requisitos adicionales a los previstos en el propio texto federal, al disponer que las magistradas, magistrados, juezas y jueces integrantes de los poderes judiciales locales deberán cumplir con los requisitos señalados por esta Constitución “y los demás que establezcan las constituciones y las leyes orgánicas de los estados”.
138.
En uso de esa libertad configurativa, el Congreso del Estado de Nayarit incorporó ciertos cargos políticos que no se encuentran expresamente previstos por el artículo 116, fracción III, de la Constitución Federal
, como lo son los cargos de elección popular o de dirigencia partidista.

139.
Sin embargo, en lo que concierne a los cargos de elección popular, este Tribunal Pleno estima que dicho concepto no puede interpretarse de manera extensiva para incluir cargos judiciales, pues estos no generan el riesgo de indebida influencia política que justificó la restricción. En consecuencia, la categoría “cargos de elección popular” debe entenderse referida exclusivamente a los cargos de gubernatura
, sindicatura, regiduría o presidencia municipal
, ya que de esta forma se atiende al mandato constitucional “de prevenir un tránsito inmediato de los supuestos de la administración pública a los cargos de la judicatura”.

140.
Finalmente, este Tribunal Pleno estima que, aunque el Poder Reformador de Nayarit buscó fortalecer la independencia judicial con el requisito impugnado, lo cierto es que no estaba facultado para reducir el plazo de un año constitucionalmente establecido, ya que su finalidad —proteger la independencia judicial frente a presiones políticas— sólo se cumple si se respeta el estándar mínimo federal.

141.
Conforme a lo expuesto, este Tribunal Pleno declara la invalidez del artículo 83, fracción VI, en la porción normativa “durante 90 días anteriores a la designación”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, por vulnerar los principios de independencia judicial, división de poderes, supremacía constitucional y el derecho de acceso a la justicia.

VII. EFECTOS

142.
El artículo 73, en relación con los artículos 41, fracción IV, 43, 44 y 45 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, señalan que las sentencias deben contener los alcances y efectos de éstas, así como fijar con precisión los órganos obligados a cumplirla, las normas generales respecto de las cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Además, se debe fijar la fecha a partir de la cual la sentencia producirá sus efectos.
143.
Declaratoria de invalidez. Se declara la invalidez del artículo 83, fracción VI, en su porción normativa “durante 90 días anteriores a la designación”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, reformado mediante el decreto publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el nueve de junio de dos mil veintitrés.
144.
Lineamientos de esta sentencia y plazo para legislar. Toda vez que este Tribunal Pleno declaró la invalidez del artículo 83, fracción VI, en su porción normativa “durante 90 días anteriores a la designación”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit —requisito aplicable tanto a juezas y jueces como a las personas magistradas que aspiren a integrar el Tribunal Superior de Justicia o el Tribunal de Disciplina Judicial de esa entidad federativa—, el efecto de la presente sentencia debe consistir en ordenar al Congreso del Estado de Nayarit que legisle, a más tardar, durante el periodo ordinario de sesiones inmediato posterior a la notificación de esta ejecutoria, para lo cual deberá atender a los lineamientos establecidos en la presente resolución.
145.
Asimismo, a fin de salvaguardar la seguridad jurídica en el próximo proceso electoral que se celebrará en la entidad, y en tanto el Congreso del Estado da cumplimiento a esta ejecutoria, resulta procedente que, en ejercicio de las amplias atribuciones con las que cuenta esta Suprema Corte de Justicia de la Nación para fijar los alcances y efectos de las declaratorias de inconstitucionalidad, cobre aplicación directa lo dispuesto en el artículo 116, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

146.
Fecha a partir de la cual surtirá efectos la declaratoria general de invalidez. Conforme a lo dispuesto por el artículo 45, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, esta resolución y la declaratoria de invalidez surtirán sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Poder Legislativo del Estado de Nayarit.
VIII. DECISIÓN

147.
Por lo antes expuesto, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve:
PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad.

SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 83, fracción VI, en su porción normativa “durante 90 días anteriores a la designación”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit, reformado mediante el decreto publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el nueve de junio de dos mil veintitrés, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso de dicho Estado.

TERCERO. Se ordena al Congreso del Estado de Nayarit para que, en el próximo período de sesiones, legisle en los términos precisados en esta ejecutoria.
CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Nayarit, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; mediante oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Se aprobó por mayoría de seis votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Ríos González, Batres Guadarrama, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto de los apartados procesales. Las personas Ministras Espinosa Betanzo y Esquivel Mossa votaron en contra y anunciaron voto de minoría.

Se aprobó por mayoría de seis votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Ríos González, Batres Guadarrama, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto del estudio de fondo. Las personas Ministras Espinosa Betanzo y Esquivel Mossa votaron en contra. El señor Ministro Espinosa Betanzo anunció voto particular.

Se aprobó por mayoría de cuatro votos de las personas Ministras Ríos González, Batres Guadarrama, Figueroa Mejía y Presidente Aguilar Ortiz respecto del apartado de efectos. Las personas Ministras Herrerías Guerra y Guerrero García votaron en el sentido de imprimir efectos de reviviscencia a la declaratoria de invalidez. Las personas Ministras Espinosa Betanzo y Esquivel Mossa votaron en contra.

La señora Ministra Loretta Ortiz Ahlf no asistió a la sesión de veintiséis de enero de dos mil veintiséis por desempeñar una comisión oficial.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.

Firman el señor Ministro Presidente y la señora Ministra Ponente con el Secretario General de Acuerdos, que autoriza y da fe.

Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministra Sara Irene Herrerías Guerra.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Daniel Álvarez Toledo.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CERTIFICA Que la presente copia fotostática constante de cuarenta y dos fojas útiles en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 157/2023, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión de veintiséis de enero de dos mil veintiséis. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a ocho de abril de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO DE MINORÍA

QUE FORMULAN LA MINISTRA YASMÍN ESQUIVEL MOSSA Y EL MINISTRO IRVING ESPINOSA BETANZO EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 157/2023

En sesión de 26 de enero de 2026 el Tribunal Pleno consideró –por mayoría de 6 votos– que la presente acción, promovida contra el artículo 83, fracción VI de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit en su porción normativa “durante 90 días anteriores a la designación”, relativa a los requisitos para la designación de magistraturas del Tribunal Superior de Justicia de tal estado, era procedente.
Lo anterior pese a que –como se reparó al realizar el análisis de la oportunidad– el sistema para la integración del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Nayarit se había transformado para hacerse coherente con el modelo de elección popular de los cargos judiciales que se había incorporado a la Constitución Federal el 15 de septiembre de 2024.
En este orden de ideas, la mayoría consideró que las modificaciones realizadas al sistema normativo para la integración del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Nayarit, aunque relevantes desde una perspectiva institucional y representativas de un cambio estructural en el diseño de la judicatura local, no podían incidir en la oportunidad de la acción promovida.
Ahora, quienes suscribimos este voto de minoría tenemos una apreciación diferente sobre los efectos que genera una modificación legislativa como la que se presentó en este caso. Nos explicamos.
El planteamiento de inconstitucionalidad que originó esta acción en el año 2023 se inscribía en una lógica distinta a la actual para la integración de los órganos jurisdiccionales, que preveía un procedimiento de designación en que solo participaban actores políticos estatales; sin embargo, como es de conocimiento público, la transformación a partir de la reforma constitucional que incorporó a la ciudadanía dentro del proceso de elección de autoridades jurisdiccionales, modificó cardinalmente la conformación de las y los integrantes del Poder Judicial tanto local como federal, lo que la legislatura de Nayarit materializó en la reforma a su Constitución Local publicada el 27 de enero de 2025, que ahora consigna los requisitos de elegibilidad para las magistraturas y personas juzgadoras del Tribunal Superior de Justicia de la entidad bajo el nuevo paradigma democrático.
Así, aunque el artículo 83 impugnado regulaba un proceso de designación en el cual la titularidad del Poder Ejecutivo presentaba una terna al Congreso Local; ahora prevé un mecanismo de elección popular por un periodo de 9 años, con posibilidad de reelección.
En efecto, a través de la reforma al artículo 83, párrafo primero, de la Constitución Local, se modificó el encabezado de este precepto para establecer que el mecanismo para elegir a las personas magistradas del Tribunal Superior de Justicia del Estado ya no se haría a través de la designación mediante una terna, sino que se llevaría a cabo a través de elección popular. Además, la norma antes de su reforma regulaba exclusivamente los requisitos para la designación de magistraturas y, a partir de la reforma a la Constitución Local de 2025, esos requisitos se extendieron también para las personas que pretendan ser electas jueces o juezas.
A raíz de lo anterior, desde nuestra perspectiva, resulta innegable que el sistema normativo en el que se inscribe la norma impugnada se ha transformado a un grado que impide que sea interpretada en el mismo sentido que el demandado pretende y que ha transformado diametralmente su alcance; razón por la cual debió decretarse la cesación de efectos.
Esto, con independencia de que la porción normativa impugnada conserve la redacción que fue objeto de control constitucional, pues su interpretación y aplicación no puede entenderse ajena al contexto normativo, modificado diametralmente.
En este sentido, desde nuestra perspectiva, la cesación de efectos de la norma impugnada debería de analizarse a partir de una apreciación de la transformación del sistema normativo en el que se inserta, no solo a partir de una lectura aislada de la porción cuestionada; análisis que nos conduce a la convicción de que han cesado los efectos de la norma controvertida.
Lo anterior porque la referida cesación de efectos no se actualiza únicamente mediante la modificación expresa del texto de la porción normativa impugnada, sino también cuando el sistema en el que dicha norma se inscribe se transforma sustancialmente, de modo que el enunciado normativo ya no puede ser interpretado bajo la misma óptica jurídica.
A raíz de lo anterior, desde nuestra perspectiva, lo procedente era decretar el sobreseimiento en la presente acción de inconstitucionalidad.
Ministra Yasmín Esquivel Mossa.- Firmado electrónicamente.- Ministro Irving Espinosa Betanzo.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CERTIFICA Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto minoría de la señora Ministra Yasmín Esquivel Mossa y del señor Ministro Irving Espinosa Betanzo, formulado en relación con la sentencia del veintiséis de enero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 157/2023, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a ocho de abril de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 24. Recibida la demanda, la persona titular de la Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación designará, según el turno que corresponda, a una ministra o a un ministro instructor a fin de que ponga el proceso en estado de resolución.


� Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación


Artículo 20. Son atribuciones del Presidente o la Presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: […]


II. Tramitar los asuntos competencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y turnar los expedientes entre sus integrantes para que formulen los correspondientes proyectos de resolución. En caso de que la o el Presidente estime dudoso o trascendente algún trámite, designará a una Ministra o Ministro ponente para que someta un proyecto de resolución a la consideración del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a fin de que éste último determine el trámite que deba corresponder; […]


� Acuerdo General número 1/2025 (12a.) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que regula la recepción, registro y turno de los asuntos de su competencia


SEXTO. Por decisión del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y a fin de aprovechar el conocimiento y estudio de los asuntos turnados a las Ministras Lenia Batres Guadarrama, Yasmín Esquivel Mossa y Loretta Ortiz Ahlf, en la anterior integración, se determina que continúen con el conocimiento de dichos asuntos, sin que sea necesario un nuevo acuerdo de returno. Asimismo, a las personas Ministras María Estela Ríos González y Giovanni Azael Figueroa Mejía, les corresponderán los asuntos turnados a las ponencias de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara Carrancá, respectivamente, previo acuerdo de returno. 


El mismo tratamiento deberá darse a las acciones de inconstitucionalidad y controversias constitucionales turnadas para instrucción, con excepción del Ministro Presidente a quien no se le turnarán este tipo de asuntos para instrucción y elaboración de proyectos. 


Los restantes y de nuevo ingreso se returnarán a través del sistema correspondiente por categoría entre las demás ponencias, conforme a la votación obtenida en el Proceso Electoral Extraordinario 2024-2025 y al orden cronológico de ingreso de su presentación, hasta que se equilibren las cargas de trabajo.


Asimismo, la asignación de los asuntos que conocerá cada ponencia se publicará en los medios electrónicos oficiales y en los estrados, para efectos de transparencia y publicidad.


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: […]


II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.


Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por: […]


g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; […]


� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares.


� Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación


Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada; […]


� Acuerdo General número 2/2025 (12a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre de dos mil veinticinco, en el que se precisan los asuntos de su competencia y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales.


SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución: […]


II. Las acciones de inconstitucionalidad, previstas en el artículo 105, fracción II, de la CPEUM, así como los recursos interpuestos en éstas; […]


� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 41. Las sentencias deberán contener:


I. La fijación breve y precisa de las normas generales, actos u omisiones objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados; […]


� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.


En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles. [Énfasis añadido]


� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 2. Para los efectos de esta ley, se considerarán como hábiles todos los días que determine la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.


� Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación


Artículo 229. En los órganos del Poder Judicial de la Federación, se considerarán como días inhábiles los sábados y domingos, el 1o. de enero, 5 de febrero, 21 de marzo, 1o. de mayo, 14 y 16 de septiembre y 20 de noviembre, durante los cuales no se practicarán actuaciones judiciales, salvo en los casos expresamente consignados en la ley. [Énfasis añadido]


� Dicha cuestión será desarrollada con mayor detalle en apartados posteriores.


� Véase la sentencia recaída en la acción de inconstitucionalidad 130/2022, resuelta por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de catorce de octubre de dos mil veinticinco.


� Véase arriba la nota 4.


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 40.- Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, laica y federal, compuesta por Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, y por la Ciudad de México, unidos en una federación establecida según los principios de esta ley fundamental. […]


Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de cada Estado y de la Ciudad de México, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal. […]


Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de las entidades federativas.


� Véase el criterio jurídico de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ES PROCEDENTE PARA IMPUGNAR CONSTITUCIONES LOCALES, AL SER ÉSTAS, NORMAS DE CARÁCTER GENERAL Y ESTAR SUBORDINADAS A LA CONSTITUCIÓN FEDERAL”. [Registro digital: 190236. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 16/2001. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIII, Marzo de 2001, página 447. Tipo: Jurisprudencia.]


� Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos


Artículo 15.- El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 


I.- Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional;


[…]


XI.- Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y […]


� Mediante Decreto publicado en el Periódico Oficial del Estado de Nayarit el veinticuatro de julio de dos mil veinticinco, el texto de este párrafo fue reformado de la siguiente manera:


“Artículo 85.- En el Poder Judicial, la administración estará a cargo de un órgano de administración judicial, mientras que la disciplina de su personal estará a cargo del Tribunal de Disciplina Judicial, en los términos que, conforme a las bases que señala esta Constitución, establezcan las leyes.


[…]


Apartado B. Del Tribunal de Disciplina Judicial.


El Tribunal de Disciplina Judicial será el órgano del Poder Judicial del Estado con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones, encargado de conducir la vigilancia y disciplina de todos sus miembros, incluyendo Magistradas, Magistrados, Juezas y Jueces de Primera Instancia, y garantizará la independencia judicial en su actuar. Lo anterior, mediante los procedimientos de evaluación del desempeño jurisdiccional y seguimiento de resultados, así como de responsabilidad administrativa, a través de los cuales se podrán investigar y sancionar las conductas denunciadas. […]”


� Tiene aplicación el criterio jurídico de rubro: “INTERPRETACIÓN CONFORME EN ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD, CUANDO UNA NORMA ADMITA VARIAS INTERPRETACIONES DEBE PREFERIRSE LA COMPATIBLE CON LA CONSTITUCIÓN”. [Registro digital: 170280. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P. IV/2008. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Febrero de 2008, página 1343. Tipo: Aislada.]


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.


Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:


[…]


III.- El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales que establezcan las Constituciones respectivas.


La independencia de las magistradas y los magistrados y juezas y jueces en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados, las cuales establecerán las condiciones para su elección por voto directo y secreto de la ciudadanía; la creación de un Tribunal de Disciplina Judicial y de un órgano de administración judicial con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones, conforme a las bases establecidas en esta Constitución para el Poder Judicial de la Federación; así como del ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los Estados.


Las Magistradas y los Magistrados y las juezas y los jueces integrantes de los Poderes Judiciales Locales, deberán reunir los requisitos señalados por las fracciones I a IV del párrafo segundo del artículo 97 de esta Constitución y los demás que establezcan las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados. No podrán ser Magistradas o Magistrados las personas que hayan ocupado el cargo de titular de Secretaría o su equivalente, Fiscal o Diputada o Diputado Local, en sus respectivos Estados, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria respectiva por el Congreso local.


[Énfasis añadido]


� Cámara de origen: Senadores. Exposiciones de motivos. México, D.F., a treinta de octubre de mil novecientos ochenta y seis. Iniciativa�del Ejecutivo.


� Dictamen. México, D.F., a dieciséis de diciembre de mil novecientos ochenta y seis.


� Dictamen. México, D.F., a veintitrés de diciembre de mil novecientos ochenta y seis.


� Cámara de origen: Senadores. Exposición de motivos. México D.F., a cinco de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro. Iniciativa del Ejecutivo.


� Cámara de Senadores. Dictamen. México D.F; a dieciséis de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro.


� Cámara de origen: Diputados. Exposición de motivos. Ciudad de México, lunes cinco de febrero de dos mil veinticuatro. Iniciativa del Ejecutivo. Gaceta No. 6457-15.


� Diputados. Dictamen. Ciudad de México, martes tres de septiembre de dos mil veinticuatro. Gaceta No. 6606-V.


� Cámara revisora: Senadores. Minuta. Ciudad de México, jueves cinco de septiembre de dos mil veinticuatro. Gaceta No.�LXVI/1PPO-3/143962.


� Senadores. Dictamen. Ciudad de México, martes diez de septiembre de dos mil veinticuatro. Gaceta No. LXVI/1PPO-7/144013.


� Véase el criterio jurídico de rubro: “PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE MORELOS. EL HECHO DE QUE LA CONSTITUCIÓN LOCAL NO PREVEA QUÉ ÓRGANO SERÁ SU REPRESENTANTE, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES, NI VULNERA LA AUTONOMÍA DE AQUÉL”. [Registro digital: 183457. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 39/2003. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVIII, Agosto de 2003, página 1377. Tipo: Jurisprudencia.]


Así como el criterio jurídico de rubro: “DIVISIÓN DE PODERES. PARA EVITAR LA VULNERACIÓN A ESTE PRINCIPIO EXISTEN PROHIBICIONES IMPLÍCITAS REFERIDAS A LA NO INTROMISIÓN, A LA NO DEPENDENCIA Y A LA NO SUBORDINACIÓN ENTRE LOS PODERES PÚBLICOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS”. [Registro digital: 180648. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 80/2004. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XX, Septiembre de 2004, página 1122. Tipo: Jurisprudencia.]


� Véase el criterio jurídico de rubro: “PODERES JUDICIALES LOCALES. LA VULNERACIÓN A SU AUTONOMÍA O A SU INDEPENDENCIA IMPLICA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES”. [Registro digital: 180536. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 79/2004. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XX, Septiembre de 2004, página 1188. Tipo: Jurisprudencia.]


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 17.- Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.


Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. […]


Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones. […]


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 49.- El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.


No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un individuo, salvo el caso de facultades extraordinarias al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el artículo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades extraordinarias para legislar.


Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.


Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:


[…]


III.- El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales que establezcan las Constituciones respectivas.


La independencia de las magistradas y los magistrados y juezas y jueces en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados, las cuales establecerán las condiciones para su elección por voto directo y secreto de la ciudadanía; la creación de un Tribunal de Disciplina Judicial y de un órgano de administración judicial con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones, conforme a las bases establecidas en esta Constitución para el Poder Judicial de la Federación; así como del ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los Estados. […]


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de las entidades federativas.


� Corte IDH. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71; Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 135; Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182; Caso Reverón Trujillo Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de junio de 2009. Serie C No. 197; Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2011. Serie C No. 227; Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239; Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2013. Serie C No. 266; Caso del Tribunal Constitucional (Camba Campos y otros) Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2013. Serie C No. 268; Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 302; Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C No. 327; Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de marzo de 2017. Serie C No. 334; Caso San Miguel Sosa y otras Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de febrero de 2018. Serie C No. 348; Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de febrero de 2019. Serie C No. 373; Caso Villaseñor Velarde y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Serie C No. 374; Caso Rico Vs. Argentina. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 2 de septiembre de 2019. Serie C No. 383; Caso Urrutia Laubreaux Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de agosto de 2020. Serie C No. 409; Caso Cordero Bernal Vs. Perú. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 16 de febrero de 2021. Serie C No. 421; Caso Moya Solís Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de junio de 2021. Serie C No. 425; Caso Ríos Avalos y otro Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de agosto de 2021. Serie C No. 429; y, Caso Aguinaga Aillón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de enero de 2023. Serie C No. 483.


� Convención Americana sobre Derechos Humanos


Artículo 8. Garantías Judiciales 


1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. […]


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 116.- El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo.


Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas:


[…]


III.- El Poder Judicial de los Estados se ejercerá por los tribunales que establezcan las Constituciones respectivas.


La independencia de las magistradas y los magistrados y juezas y jueces en el ejercicio de sus funciones deberá estar garantizada por las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados, las cuales establecerán las condiciones para su elección por voto directo y secreto de la ciudadanía; la creación de un Tribunal de Disciplina Judicial y de un órgano de administración judicial con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones, conforme a las bases establecidas en esta Constitución para el Poder Judicial de la Federación; así como del ingreso, formación y permanencia de quienes sirvan a los Poderes Judiciales de los Estados. 


Las Magistradas y los Magistrados y las juezas y los jueces integrantes de los Poderes Judiciales Locales, deberán reunir los requisitos señalados por las fracciones I a IV del párrafo segundo del artículo 97 de esta Constitución y los demás que establezcan las Constituciones y las Leyes Orgánicas de los Estados. No podrán ser Magistradas o Magistrados las personas que hayan ocupado el cargo de titular de Secretaría o su equivalente, Fiscal o Diputada o Diputado Local, en sus respectivos Estados, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria respectiva por el Congreso local. […]


[Énfasis añadido]


� “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial”.


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 100.- El Tribunal de Disciplina Judicial será un órgano del Poder Judicial de la Federación con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones. […]


[Énfasis añadido]


� “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial”.


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 97.- […]


Para ser electo Magistrada o Magistrado de Circuito, así como Jueza o Juez de Distrito, se necesita:


I. Tener ciudadanía mexicana por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos;


II. Contar el día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta Constitución con título de licenciatura en derecho expedido legalmente y haber obtenido un promedio general de calificación de cuando menos ocho puntos o su equivalente y de nueve puntos o equivalente en las materias relacionadas con el cargo al que se postula en la licenciatura, especialidad, maestría o doctorado. Para el caso de Magistrada y Magistrado de Circuito deberá contar además con práctica profesional de al menos tres años en un área jurídica afín a su candidatura;


III. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de la libertad;


IV. Haber residido en el país durante el año anterior al día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta Constitución, y […]


� Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 97.- […]


Para ser electo Magistrada o Magistrado de Circuito, así como Jueza o Juez de Distrito, se necesita:


V. No haber sido persona titular de una Secretaría de Estado, Fiscal General de la República, senadora o senador, diputada o diputado federal, ni persona titular del poder ejecutivo de alguna entidad federativa, durante el año previo al día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 96 de esta Constitución. […]


� Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial


DÉCIMO CUARTO TRANSITORIO. Para la interpretación y aplicación de este Decreto, los órganos del Estado y toda autoridad jurisdiccional deberán atenerse a su literalidad y no habrá lugar a interpretaciones análogas o extensivas que pretendan inaplicar, suspender, modificar o hacer nugatorios sus términos o su vigencia, ya sea de manera total o parcial. […]


� El texto constitucional únicamente hace referencia a los cargos de titular de Secretaría o su equivalente, Fiscal o Diputada o Diputado Local, en sus respectivos Estados.


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit


Artículo 63.- El Gobernador será electo popular y directamente cada seis años, empezará a ejercer sus funciones el diecinueve de Septiembre posterior a la elección, protestando ante el Congreso del Estado y en ningún caso, ni por motivo alguno, podrá ser reelecto.


El cargo de Gobernador del Estado puede ser revocado en los términos establecidos en esta Constitución.


� Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit


Artículo 106.- Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, integrado por una o un Presidente Municipal, una o un Síndico y el número de Regidurías que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad de género. La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.


En la designación de las personas titulares de las dependencias que integran la Administración Centralizada del Municipio, los Ayuntamientos deberán observar el principio de paridad de género en los términos que establezca la ley en la materia.


� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley.


Artículo 41. Las sentencias deberán contener: […]


IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales, actos u omisiones respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada; […]


Artículo 43. Las razones que justifiquen las decisiones de las sentencias aprobadas por cuando menos ocho votos, serán obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la federación y de las entidades federativas. Las cuestiones de hecho o de derecho que no sean necesarias para justificar la decisión no serán obligatorias.


La Suprema Corte no estará obligada a seguir sus propios precedentes. Sin embargo, para que pueda apartarse de ellos deberá proporcionar argumentos suficientes que justifiquen el cambio de criterio.


La Suprema Corte estará vinculada por sus precedentes en los términos antes descritos, incluso cuando éstos se hayan emitido con una integración de Ministras y Ministros distinta.


Artículo 44. Dictada la sentencia, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenará notificarla a las partes, y mandará publicarla de manera íntegra en el Semanario Judicial de la Federación, conjuntamente con los votos particulares que se formulen.


Cuando en la sentencia se declare la invalidez de normas generales, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenará, además, su inserción en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano oficial en que tales normas se hubieren publicado.


Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


La declaración de invalidez de las sentencias no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.


� Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos


Artículo 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación. […]





